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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones.

BOLETIN Nº 8.149-09.


________________________________________

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda presenta su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado por Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “simple”. 


A una o más de las sesiones en que la Comisión conoció este asunto asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:
De la Dirección General de Aguas, el Director, señor Carlos Estévez, y los asesores legislativos, señora Tatania Celume y señor Richard Montecinos.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Alvaro Pillado.

Los asesores del Honorable Senador García, señores Marcelo Estrella y Rodrigo Fuentes.

De la Oficina del Honorable Senador Lagos, la asesora, señora Leslie Sánchez, y el periodista, señor Claudio Luna.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareem Herrera, y la asesora de prensa, señora Andrea del Pilar Gómez.

Del Comité Demócrata Cristiano, el asesor, señor Sebastián Silva.

La asesora de la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, señora María Soledad Larenas.

De la Fundación Jaime Guzmán, los asesores, señores Diego Vicuña y Benjamín Rug.

De Imaginacción, la consultora, señora Carolina Salas.

El estudiante de Derecho de la Universidad de Chile, señor Matías Carreño.
La egresada de Derecho de la Universidad Diego Portales, señora Gabriela Duran.
- - -


Cabe señalar que el presente proyecto de ley fue analizado previamente, en trámite reglamentario de segundo informe, por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía. 

Correspondió a la Comisión de Hacienda conocer de aquellas disposiciones del proyecto de ley que son de su competencia, de conformidad con lo prescrito en el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y con lo dispuesto por la Sala del Senado en sesión de 12 de junio de 2012.


Mientras el proyecto de ley se encontraba radicado en la Comisión de Hacienda, la Sala del Senado, en sesión celebrada el día 6 de junio de 2017, acordó abrir un nuevo plazo de indicaciones, hasta el día 12 de junio del mismo año, en la Secretaría de la Comisión. Correspondió a la Comisión de Hacienda, en consecuencia, pronunciarse sobre dichas nuevas indicaciones, signadas con los números 1 a 24. 


Posteriormente, en sesión de 21 de junio del corriente, la Sala de la Corporación dispuso un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas hasta las 17:30 del mismo día, también en la Secretaría de la Comisión de Hacienda. En dicha oportunidad se recibieron las indicaciones números 6 bis, 11 bis, 14 bis, 21 bis y 21 ter (todas del Ejecutivo), respecto de las cuales, asimismo, la Comisión se pronunció. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM

 
La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo consignado por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía en su segundo informe.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del artículo 1 del texto aprobado por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía: 


- Número 3, letra c), en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


- Número 13, en virtud de la aprobación de la indicación número 6 bis.


- Número 17, letra c), en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


- Número 20, artículo 172, en virtud de la aprobación de la indicación número 11 bis.


- Número 21, artículos 172 bis, 172 ter y 172 sexies, en virtud de la aprobación de las indicaciones números 13, 14 bis y 15, respectivamente.


- Número 23, artículo 173, en virtud de la aprobación de las indicaciones números 19 y 21 bis.


- Número 24, artículos 173 bis y 173 ter, en virtud de la aprobación de la indicación número 21 ter y de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, respectivamente.

 
- Número 28, letra c), en virtud de la aprobación de la indicación número 23.

Se hace presente que esta  constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, el Director General de Aguas, señor Carlos Estévez, realizó una presentación general del proyecto de ley, del siguiente tenor: 
OCDE, Evaluación del desempeño ambiental de Chile, julio 2016: 

Recomendaciones para el decenio 2016-2025
- Adoptar enfoque de riesgo en la gestión de los recursos hídricos. 

- Priorizar usos “esenciales” del agua, como el abastecimiento público de agua, y los servicios de saneamiento y ecosistémicos.
- Acelerar la regularización y el registro de los derechos de uso del agua, para que el registro público sobre la materia sea plenamente operativo y transparente.
- Reforzar las medidas de fiscalización y las sanciones aplicables a las extracciones ilegales. 

- Implementar nuevas reformas del régimen de asignación de aguas, con el fin de asegurar la imposición de límites efectivos y exigibles a las extracciones, que reflejen las exigencias ambientales y ecológicas y la necesidad de un uso sostenible.
El señor Estévez destacó que las dos últimas recomendaciones corresponden, precisamente, a las materias abordadas por el proyecto de ley en estudio.

ANTECEDENTES

Tanto la tutela de la Administración, como la Gestión Integrada del Recurso Hídrico, requieren que la autoridad cuente con: 

- Información necesaria para un mejor manejo de los recursos hídricos, 

- Facultades para fiscalizar el cumplimiento de las normas, y 

- Capacidad de sancionar su incumplimiento.

2012:

- Ejecutivo presenta proyecto de ley que “introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones” (boletín N° 8.149-09). 

- Se aprobó con modificaciones en la Cámara de Diputados. 

- Se enfocaba principalmente en el eje sanciones.

2016:

- Indicación del Ejecutivo orientada a:

i. Ampliar las facultades de fiscalización de la Dirección General de Aguas (DGA) y su capacidad para hacer cumplir sus resoluciones.
ii. Obtener información de extracciones y uso de las aguas.

iii. Definir contravenciones a la ley con sanciones específicas, y con multas mayores que las existentes.

2017:

- Enero, aprobado en general por el Senado 

- Marzo, aprobado en particular por Comisión de Recursos Hídricos.

DIAGNÓSTICO

1.- DEFICIENCIAS DE INFORMACIÓN

La DGA tiene escasas facultades para obtener información de los niveles de extracción y usos del recurso hídrico.

Tiene antecedentes incompletos para planificar el desarrollo del recurso. Falta información para que: 

- Los particulares protejan sus derechos y 

- Aumente la transparencia del mercado de aguas.

2.- PROBLEMAS DE FISCALIZACIÓN

- Se requiere contar con herramientas para fiscalizar, ofrecer gobernanza y tutelar la disponibilidad y sustentabilidad del recurso.

- Persiste una importante extracción ilegal de aguas bajo el amparo de un bajo umbral sancionatorio.
- Se impide a los funcionarios de la DGA el acceso a predios, cauces y obras. 

- Se ha fortalecido la dotación de fiscalizadores, tramitando el 100% de las denuncias antes de 30 días y triplicando las actuaciones de oficio, que aún permanecen bajas.

El señor Estévez puso de relieve que a través del presente proyecto de ley será posible contar con un esquema de fiscalización más cercano a los estándares propios del siglo XXI. Este ya no estará exclusivamente basado en la concurrencia de un fiscalizador a un lugar determinado, sino fundamentalmente en la información que los extractores de agua deberán proporcionar a la autoridad. De este modo, será posible  configurar un modelo de control de extracción que, adicionalmente, será compatibilizado con las modificaciones que se registren en el Conservador de Bienes Raíces.  

3.- DÉBIL SISTEMA DE SANCIONES EN LA LEY DE AGUAS

a) Escasas contravenciones al Código de Aguas cuentan con sanciones específicas y altas multas (artículos 171 y 172).
El señor Estévez consignó que una de las contravenciones actualmente previstas es la de intervención de un cauce. Pero incluso en ese caso debe haber un apercibimiento previo para la restitución del cauce a su situación previa; sólo si no se cumple, da lugar a una sanción.

Mediante la iniciativa en estudio, en cambio, el simple hecho de la intervención no autorizada aparejará sanción; la que se verá aumentada en el evento de no restitución.
b) El resto de las contravenciones tienen una sanción máxima de hasta 20 unidades tributarias mensuales (UTM).
c) Lo anterior no se condice con los beneficios económicos que puede conllevar el incumplimiento de la legislación de aguas. 

d) Las contravenciones no se encuentran específicamente reguladas en cuanto a su procedimiento de aplicación  y su sanción. 

e) Las sanciones están entregadas a distintos órganos (algunas a la Administración, otras a los Tribunales de Justicia).
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Al finalizar su exposición, el señor Estévez dio a conocer la disposición del Ejecutivo para, acogiendo la argumentación de algunos Senadores, efectuar una enmienda a lo aprobado en materia de multas por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía. En concreto, en lo concerniente a la aplicación de una multa de tercer grado a quienes no permitan el acceso a sus predios para llegar a los cauces a efectuar mediciones, que ha sido considerada una sanción alta.  

Terminada la presentación del señor Director General de Aguas, se registraron las siguientes intervenciones.

El Honorable Senador señor Coloma se refirió al alcance del artículo 137 del Código de Aguas. Dio a conocer su preocupación por el hecho de que, en la práctica, las reclamaciones a que dan lugar las contravenciones a dicho cuerpo normativo deben sustanciarse ante la Corte de Apelaciones de Santiago, en circunstancias que, como es obvio, los conflictos jurídicos tienen lugar en diversas jurisdicciones a lo largo del país. Reivindicó, por ello, la necesidad de cautelar los derechos de los regantes de las distintas regiones, que se ven afectados cuando, en una medida abiertamente centralizadora, deben forzosamente concurrir a la capital para reclamar por sus intereses. 
Fue precisamente en ese sentido, consignó, que presentó la siguiente indicación –que resultó rechazada- en el trámite reglamentario de segundo informe de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía: indicación número 4, para reemplazar el inciso primero del artículo 137 del Código de Aguas por el siguiente:

 
“Artículo 137.- Las resoluciones que pronuncien el Director General de Aguas y los Directores Regionales, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones, sea del lugar donde se las dictó, sea de aquel en que ocurre la supuesta infracción, dentro de quince días contados desde la notificación de la resolución.”.

 
El Director General de Aguas, señor Estévez, explicó que una adecuada comprensión del alcance del artículo 137 vigente, exige la consideración, asimismo, del artículo 136 del Código de Aguas. Conforme a este, el Director General puede delegar la facultad de dictar resoluciones en los directores regionales. Como esta delegación opera siempre en la realidad, son los directores regionales quienes resuelven, pudiendo ser sus resoluciones objeto de recurso de reconsideración ante el Director General, dentro del plazo de 30 días. De este último recurso, igualmente, se puede recurrir ante la Corte de Apelaciones del lugar en que se dicte la resolución; vale decir, en la práctica, en la de Santiago, que es la ciudad en que tiene su sede el Director General de Aguas.
 
Adicionalmente, y sin perjuicio de la vía administrativa de reconsideración, las resoluciones de la DGA (ya sea la de un Director Regional o del Director Nacional), al tenor actual del artículo 137 del Código de Aguas, pueden reclamarse directamente ante la Corte de Apelaciones del lugar en que se dicte la resolución que se impugna. Así rige en virtud de lo prescrito por la ley N° 20.017, del año 2005, que modificó el texto original de dicho artículo con el objetivo superar el problema de que, hasta entonces, algunos reclamantes acudían simultáneamente a más de una Corte de Apelaciones.

 
No obstante lo anterior, al cabo de unos años la Corte de Apelaciones de Santiago, luego de constatar la existencia de una gran cantidad de reclamos contra las resoluciones del Director General de Aguas, sugirió un cambio de criterio a la Corte Suprema, que lo acogió. Conforme a él, entonces, la competencia de la Corte de Apelaciones se determina según el lugar en que ocurren los hechos que fundamentan la resolución de la autoridad administrativa, y ya no en función del lugar en que ella es dictada.


Hizo ver que esta innovación ha supuesto un problema para la DGA, que no cuenta con abogados litigantes en todas las regiones del país.

En opinión del Ejecutivo, en cambio, lo adecuado sería mantener la lógica de la reforma del año 2005. Por eso el proyecto de ley propone que las resoluciones de término del Director General de Aguas sean reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago (por ser este el lugar donde el Director General dicta sus resoluciones), y que las resoluciones de los Directores Regionales lo sean ante la Corte de Apelaciones del lugar en que hayan sido dictadas. De esta manera, se cautela de mejor manera el interés público y se entrega al administrado la facultad de optar por requerir un pronunciamiento de un Director Regional o del Director Nacional, y consecuencialmente por radicar la competencia en una Corte regional o en la de Santiago.

El Honorable Senador señor Coloma  estimó conveniente citar los cuatro comentarios evacuados por la Corte Suprema respecto de la enmienda propuesta al artículo 137 del proyecto de ley,  contenidos en el oficio N° 198-2016, de 3 de enero de 2017:

- Lesiona la accesibilidad de los afectados que hubieren de desplazarse a la capital, tratándose de la reclamación contra las resoluciones de término emitidas por el Director General de Aguas, con el consiguiente costo.

- No favorece la tendencia descentralizadora y regionalizadora que la Corte ha venido transmitiendo en sus actuaciones, preconizada por el artículo 3°, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- Hace abstracción del actual recargo en las tareas de la Corte de Apelaciones de la capital, que absorbe el 57% del flujo nacional.

- Se aparta del plazo de quince días que la Corte ha considerado como paradigma en el procedimiento contencioso administrativo.

A mayor abundamiento, complementó, el Máximo Tribunal propuso una nueva redacción para el inciso primero del artículo 137, que no es otra que la recogida en la indicación previamente aludida que él formulara ante la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.

El señor Estévez puso de relieve que la propuesta de la Corte Suprema –y del Senador señor Coloma- equivale a la situación existente antes del año 2005.


La problemática actual, reiteró, se produce a partir de la diferente interpretación de la Corte Suprema, en virtud de la cual lo relevante ya no es el lugar en que dicta la resolución, sino aquel en que se produce la contravención.

El Honorable Senador señor Coloma observó que el asunto de fondo es cómo facilitar el acceso de los regantes de todo el país al ejercicio de su derecho a reclamo.


El señor Estévez manifestó que, en efecto, eso es posible cuando se reclama de una resolución de un Director Regional ante la Corte de Apelaciones de esa misma región, más allá de que también existe la posibilidad de recurrir administrativamente ante el Director Nacional. Por consiguiente, ejemplificó, si un usuario obtiene una resolución adversa por parte del Director Regional de Aguas de Concepción y decide reclamar en sede judicial, debe hacerlo ante la Corte de Apelaciones de Concepción. Si, por el contrario, decide seguir la vía administrativa, debe deducir reclamación ante el Director Nacional de Aguas. Como este último tiene su oficio en Santiago, conforme al tenor literal del artículo 137 su resolución debiera ser reclamable ante la Corte de Apelaciones de Santiago; pero en virtud del criterio establecido por la Corte Suprema, lo es ante la Corte de Apelaciones de Concepción.     

Del mismo modo, consignó que si la opinión mayoritaria de los parlamentarios fuese contraria al contenido del inciso primero del artículo 137 aprobada en general por el Senado, el Ejecutivo sería partidario de mantener el texto vigente de dicha disposición en el Código de Aguas, sin introducirle modificación alguna.  


El Honorable Senador señor Coloma acotó que el proyecto de ley del Ejecutivo fija de manera expresa que las resoluciones del Director Nacional se reclaman en Santiago. Y ahí radica, precisamente, la discrepancia, pues eso, a su juicio, resulta lesivo para los regantes de regiones.


El Honorable Senador señor Lagos consultó cuál es el fundamento que haría preferible que la vía administrativa deba terminar siendo siempre conocida por la Corte de Apelaciones de Santiago.


El señor Estévez resaltó que el servicio que dirige se encuentra organizado en torno a una estructura de Dirección Nacional, que es la instancia de decisión que existe y que se ajusta a la forma de distribución del poder que opera en nuestro país. Eso, por cierto, se ve plasmado en la redacción vigente del artículo 137, que sin embargo, volvió a decir, ha sido interpretada y aplicada de un modo diferente por parte del Poder Judicial, lo que ha demandado de la DGA una capacidad física y técnica de la que, aseveró, definitivamente carece. Así, graficó nuevamente, cuando el usuario ha optado por la vía administrativa de la reconsideración ante el Director General y luego reclamado de su resolución, lo que en la realidad acontece es que el Director debe comparecer ante la Corte de Apelaciones de Arica, Concepción, Punta Arenas o la que corresponda, para defender su decisión. Es evidente, sostuvo, que un ritmo como ese conspira contra el adecuado desempeño de las obligaciones que a dicha autoridad le han sido encomendadas.   

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que hoy día, en un caso hipotético, si en vez de utilizar la vía administrativa todos los regantes decidieran recurrir directamente a la respectiva Corte de Apelaciones regional, el Director Nacional de Aguas tendría en todo caso la obligación de defender los intereses del Servicio en cada una ellas. De suerte que la eventual dificultad que representaría el tener que comparecer frecuentemente en regiones, podría darse tanto en un caso (el de reclamación por la reconsideración adversa del Director Nacional) como en el otro (el de reclamación directa en la Corte de Apelaciones regional).


Desde esa perspectiva, añadió, parecería razonable que para el caso que el usuario opte por la vía administrativa, la reclamación final tenga lugar en la Corte de Apelaciones de la región pertinente.  

El señor Estévez insistió en que la comparecencia del Director Nacional ante las distintas Cortes de Apelaciones reviste una complejidad. Cuestiones tan habituales como que las vistas de las causas en dichos tribunales sean pospuestas el mismo día en que van a ser alegadas, expresó, impactan en la dedicación que de aquel puede ser exigida. 


El Honorable Senador señor Coloma acotó que a las mismas suspensiones de alegatos se ven expuestos los abogados serenenses o talquinos que deben viajar para alegar en la Corte de Apelaciones de Santiago.


Como fuere, agregó, lo cierto es que hoy, producto del criterio sostenido por la Corte Suprema, son las Cortes de Apelaciones regionales las que están conociendo de los reclamos finales cuando la opción de los regantes ha sido la vía administrativa. Con la redacción que el Ejecutivo propone, en cambio, dichos reclamos pasarán a ser vistos por la Corte de Apelaciones de Santiago. Tal efecto, que no puede ser desconocido, constituirá en su opinión un retroceso y dará lugar a un procedimiento más oneroso y dificultoso para los habitantes de regiones, y a una mayor centralización.

El Honorable Senador señor Montes preguntó por la estadística de reclamaciones que están conociendo las Cortes de Apelaciones en virtud de los artículos 136 y 137 del Código de Aguas.

Por otra parte, coincidió con que la realidad de la DAG es la que se replica en todos los servicios públicos, en los que los reclamos a lo resuelto en el nivel regional deben, necesariamente, ser planteados en el nivel central. Esto, evidentemente, se vincula con la estructura centralista del Estado chileno.

Posteriormente, la Comisión recibió a la Confederación de Canalistas de Chile, representada por su Presidente, señor Fernando Peralta,  y por su Secretario General, señor Juan José Crocco.
El señor Crocco desarrolló la siguiente  presentación sobre las modificaciones al marco normativo que rige las aguas, en materia de información, sanciones y fiscalización, que aborda el contenido de los artículos 172 y 173 que el proyecto de ley propone.
En relación con el primero de dichos artículos, expuso que los supuestos sancionatorios (modificación de un cauce natural o artificial, entorpecimiento del libre escurrimiento de las aguas o peligro para la vida o salud de las personas y ausencia de autorización de la DGA) que dan lugar a la aplicación de multas, adolecen de serios problemas. Estos son los de subjetividad, ausencia de proporcionalidad, eventual infracción al principio non bis in ídem y la superposición de las multas con las facultades sancionatorias de la Organizaciones de Usuarios de Aguas (OUA).  
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$467.000 @ $23.370.000 dentro de un plazo

®

Si no cumple lo ordenado
[100 2 1.000 UTA]
$56.088.000 G $560.880.000
Segiin magnitud del daiio

PROPORCIONALIDAD dela multa
« ¢La multa en UTA es por incumplir a orden
dela DGA, 0 por modificar el cauce natural
@  sin permisoy con perjuicios a terceros?

4

Qué ocurre en un cauce artificial?

‘Art, 217, Establece el Rol de las OUAs
Art. 241y 274, Establecen las
autorizaciones que otorga el Directorio
de una OUA.









 Respecto del artículo 173, y sin perjuicio de las enmiendas que la Comisión pueda acordar producto del debate que se está llevando a cabo, indicó que hay, igualmente, aspectos perfectibles.
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Respecto de la obligación de instalar sistemas de medición y su multa.

1. No se establece en el CA  la forma, oportunidad ni mecanismos para entregar la información.

Los art. 38, 48, 67, 68 y 307 bis., establecen que será la DGA por “Resolución fundada”, quien determinará los plazos y condiciones.

2. No se establece el procedimiento para exigir la información, o instalación de un u otro tipo de dispositivo.

3. ¿Cómo operan ambas sanciones en conjunto?

4. ¿Cómo se hace efectiva la multa en contra de una OUA? Muchas de ellas operan con un presupuesto inferior a $24 mm año.





El señor Crocco hizo hincapié en que no debiera quedar a criterio de la autoridad la determinación de los supuestos de hecho en los cuales estará fundada la acción punitiva del Estado. Lo que corresponde, afirmó, es que la tipificación de esos hechos sea establecida, y no meramente enunciada, en la ley. 




Del mismo modo, llamó la atención sobre que las capacidades económicas de las diversas organizaciones de canalistas no son las mismas, por lo que algunas se verán dificultadas de pagar las altas multas que el proyecto propone. Si eso pasa, no queda claro en la ley qué podrá hacer la DGA para perseguir lo adeudado, no resultando razonable, a su juicio, que sea el Director Nacional de turno quien determine una u otra modalidad. 

Multa por impedir el acceso a un predio

¿Cuál es el hecho punible?

1. No es necesario ser denunciado, para que esta multa le sea aplicable.

2.  No es necesario que las obras objeto de la denuncia, se encuentren al interior del predio.

3. Se entiende como negativa del propietario cuando lo realice una tercera persona, que alegue ser responsable del acceso. Pero es posible que el dueño le cobre a quién dio la negativa.

4. Arts. 135 h) y 300 CA, facultan a la DGA a ingresar a un predio, sin autorización judicial.

5. No contempla la exigencia de notificar previamente al infractor.




El señor Crocco puso de manifiesto que impedir el acceso a un predio constituye una infracción de difícil persecución. Sin un procedimiento claramente establecido que contemple la notificación del presunto infractor, sostuvo, su aplicación se hará del todo compleja.

Multa por realizar obras sin permiso de la autoridad.

Afectan la disponibilidad

1. ¿Quién es la autoridad competente?

2. ¿Cómo se determina la magnitud de la afectación?

3. ¿Cómo opera el art. 172 con esta disposición?

Afectan la calidad

4. Esta potestad está radicada en sede ambiental.

Entregue información falsa o que induzca a error

5. ¿Cuál es el procedimiento para determinar la falsedad de la información?

6. Cómo se determinará la responsabilidad del autor de la información.

7. ¿Qué información tiene la capacidad de inducir a error a la DGA y que tipo de error se sanciona?
El señor Crocco aseveró que esta multa (de 501 a 1.000 UTM), que es más elevada, entra en conflicto con la del artículo 172 (10 a 500 UTM). ¿Cuál será el criterio que utilizará la DGA para imponer una u otra?, preguntó.

En lo que concierne a la entrega de información falsa o que induzca a error, previno que muchas veces los agricultores, regantes y usuarios, por razones de acervo cultural incluso, cuentan con información que creen fehacientemente, pero que puede resultar no serlo. A ello se agrega la incertidumbre respecto de qué tipo de información puede ser capaz de inducir a error a la DGA.     

Multa por doble inscripción

- Rol de la DGA en la doble inscripción de derechos de aprovechamiento de aguas.

- Falta del elemento subjetivo del tipo penal, esto es quien dolosamente se aproveche de la doble inscripción para perjudicar a otro.

- ¿Cómo determina la DGA cuál de los títulos es el que debe caducar por doble inscripción?

- ¿Cuál es la cantidad de casos similares, que justifica la necesidad de una de las sanciones más altas en la legislación de aguas?





El señor Crocco observó que es un imperativo determinar la responsabilidad que cabe a la DGA en la organización de comunidades de aguas, que es lo que en muchos casos ha provocado dobles inscripciones.
Sanción en blanco

¿En base a qué criterio, el fiscalizador aplica uno u otro grado de sanción?

Por ejemplo, quien extrae aguas en un punto distinto al autorizado por la DGA, sin afectar derechos a terceros.

Agravantes y reiteraciones

100% por afectar el consumo humano;

75% por afectar zonas protegidas, perjudicar el cauce salvo (art. 172), o cuando produzca el descenso del acuífero;

50% Cuando se modifiquen o destruyan obras autorizadas, o cuando se afecte el caudal ecológico.

En caso de reiteración, se duplica la multa original.

¿Cada vez que se reitere se duplica la multa?

¿Es el monto efectivamente impuesto o el rango?
Ahondando en la incertidumbre del criterio a emplear por parte de la autoridad, el señor Crocco planteó que podría ocurrir que se utilice sin autorización un caudal de 1 litro de agua por segundo, y se afecte a mil personas; o que se extraigan 10.000 litros por segundo y sólo se afecte a una persona. ¿Qué es más grave?, inquirió, ¿la cantidad de agua que se extrae o el número de personas perjudicadas?
Consideraciones generales

- En el nuevo procedimiento sancionatorio, la DGA adopta un rol de juez y parte a la vez, siendo ministro de fe, quien promueve el procedimiento y establece el monto de la sanción.

- Por lo tanto, es imperativo revisar la proporcionalidad de las sanciones, teniendo en consideración la capacidad económica del denunciado.

- Es necesario que la conducta que se sanciona esté clara y expresamente establecida en la ley. No pueden quedar en una Resolución Fundada, los supuestos de hecho en base a los que se impondrán las sanciones.

- Con el objeto de hacer efectivas estas sanciones, es imperativo que la DGA pueda contar con mayor presupuesto a fin de contratar más personal de fiscalización y litigios.

Una vez finalizada la presentación de la Confederación de Canalistas de Chile, se registraron las siguientes intervenciones.

El Honorable Senador señor Coloma observó que cuando se propone sancionar a quien niegue injustificadamente el acceso a un predio, aunque sólo sea un administrador, un celador o incluso un tercero, parece faltar un procedimiento que resguarde los derechos de los usuarios.
Por otra parte, señaló que muchas veces ocurre que la doble inscripción de las aguas no obedece a la responsabilidad de los usuarios, sino a la forma en que históricamente han sido otorgados los derechos. Consultó de qué manera opera este asunto en la práctica.
El Honorable Senador señor Lagos acotó que no se puede ignorar que son varios los casos en el derecho administrativo chileno en los que la Administración asume el doble rol de juez y parte. De ahí la importancia de que, en el caso del presente proyecto de ley, se zanje adecuadamente la manera en que los usuarios pueden reclamar de las resoluciones de la DGA.
En cuanto a la proporcionalidad de las sanciones en razón de las facultades económicas de los infractores, admitió que se trata de un tema complejo, que puede golpear a las organizaciones más pequeñas. Sin embargo, un sistema en el que las sanciones se acumulan con el objeto de desincentivar la reiteración, como el que el proyecto de ley contempla, resulta preferible a otro en el cual el que puede pagar lo hace sin problema, porque se sabe habilitado para seguir incumpliendo y volver a pagar las veces que sea necesario.

En relación con este último punto, el señor Crocco señaló que la preocupación de la organización que representa no pasa necesariamente por que se establezca de qué manera se van a ponderar las facultades económicas de los regantes, sino por que se entregue a la DGA la atribución de determinar el monto de las multas. Esto, con el objeto de asegurar que el actuar de la autoridad se ajustará a lo prescrito por la ley y de evitar juicios en los que pueda ser acusada de discriminaciones arbitrarias. 
Asimismo, indicó que siendo efectivo que en distintas materias la Administración asume roles de juez y parte, lo que se pretende es que, en materia de aguas al menos, lo haga con arreglo a un procedimiento claro, en el que los espacios para discrecionalidades estén acotados.  

En lo relativo al impedimento de acceso a un predio, en tanto, llamó la atención sobre los efectos prácticos que tendría la regulación propuesta. Si una persona no permite que un funcionario de la DGA ingrese a un predio distinto de aquel objeto de la denuncia, van a ser dos los flancos a acometer: por un lado, la Dirección tendrá que identificar al dueño de este segundo predio para multarlo, mientras, por otro, deberá proseguir con el proceso de fiscalización sobre el primero. Si a lo anterior se suma que quien impida el acceso puede ser personalmente responsable por ese hecho, podría ocurrir que un guardia, que gana el sueldo mínimo, se vea expuesto al pago de una multa del orden de $ 25 millones. Todo esto, sin que el fiscalizador se encuentre obligado a dar razón de los motivos por los cuales desea ingresar al predio. En consecuencia, insistió, se trata de una multa que debe ser revisada, porque su implementación aparejaría, básicamente, dos problemas: primero, la DGA tendría que encargar estudios de títulos para determinar a quién debe imponer la sanción; y segundo, los administrados se verían expuestos a tener que recibir a cualquier persona que diga ser funcionario de la DGA.

Finalmente, explicó que la duplicidad de inscripciones de derechos de aprovechamiento de aguas puede tener su génesis en dos motivos. El primero, actos dolosos tendientes a defraudar y a inventar títulos. El segundo, el resultado indirecto del proceso de promoción, por parte de la autoridad, de organizaciones de usuarios de aguas, que en muchos casos no contempló la cancelación de las inscripciones originales en los conservadores de bienes raíces, redundando en dicha duplicidad. A partir de esta segunda hipótesis, lo que ha ocurrido es que se han considerado como título de derecho de aprovechamiento de aguas las acciones en una comunidad, que se han seguido vendiendo como tales. De esta forma, es posible que en la posesión efectiva de un individuo aparezcan derechos de aguas no cancelados en el respectivo conservador, pero que al mismo tiempo se encuentran incorporados a una comunidad por haber sido vendidos por el causante. Así se llega a un escenario de doble inscripción, en el que los herederos de aquel individuo, inocentemente y bajo la creencia de que su derecho se encuentra activo, concurren a una nueva transferencia. Ahora bien, sería desde luego esperable que una persona diligente pregunte en la comunidad de aguas respectiva si es que el derecho sigue o no vigente, antes de hacer una transferencia; sin embargo, sin que exista una intencionalidad detrás, esto a veces no acontece. Como fuere, expresó, no parece plausible que se dote a la DGA de la facultad de caducar una de las inscripciones sin que quede definido, en la ley, el procedimiento al cual deberá ceñirse.


El Director General de Aguas, señor Estévez, manifestó que las inquietudes planteadas por la Confederación da Canalistas dan cuenta de una preocupación ciertamente legítima, si bien el Ejecutivo no coincide plenamente con ellas. Hizo ver lo siguiente:

- Que la facultad de emitir resoluciones fundadas se basa en el artículo 300, letra a), del Código de Aguas, que habilita al Director para dictar las normas e instrucciones necesarias para la correcta aplicación de dicho Código y de la leyes y reglamentos pertinentes. 

- Que la distinción entre la multa por ejecutar obras sin autorización, y la multa por no destruir o modificar dichas obras, ya se encuentra consagrada en el Código vigente. El artículo 173, en concreto, dispone que toda contravención no especialmente sancionada dará lugar a una multa máxima de 20 UTM. Sin embargo, la autoridad en general no la aplica, por el costo procesal involucrado.


- Que el cuidado de la calidad de las aguas es un asunto que preocupa a la autoridad, al punto que se propone su inclusión entre las facultades de la DGA y el establecimiento de sanciones. Esto, precisó, nada tiene que ver con las facultades de la Superintendencia de Medioambiente, que guardan relación con infracciones a las resoluciones de calificación ambiental.

- Que el proyecto de ley sí establece, en sus artículos 172 bis a 172 sexies, un procedimiento administrativo orientado, justamente, a evitar la discrecionalidad en el actuar de la Administración.


La asesora legislativa de la Dirección General de Aguas, señora Tatiana Celume se refirió a la duplicidad de inscripciones de derechos de aprovechamiento de aguas.


Expuso que la doble e incluso triple inscripción que ha resultado de la formación de comunidades de agua es de antigua data, y no responde exclusivamente al hecho de que la DGA la haya promovido a partir de los años 90. Ahora bien, añadió, toda la legislación subsiguiente ha tenido como objetivo la regularización de los derechos de aprovechamiento, de lo que da cuenta, por ejemplo, el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.017, de 2005.


La multiplicidad de inscripciones, profundizó, se explica también por el tenor de los artículos 1°, 2° y 5° transitorios del Código de Aguas, que llevan a que, en la realidad, existan más títulos que aguas. Esto, porque han sido otorgados por resoluciones de los tribunales ordinarios de justicia o del Servicio Agrícola y Ganadero, por ejemplo, pero sin tener una efectiva correlación con la cantidad de agua que en ellos se menciona.


El Ejecutivo, afirmó, ha propiciado diversas medidas para abordar esta situación; entre ellas, la incorporación de un plazo de cinco años para presentar las solicitudes. Lo ha hecho, sostuvo, en consonancia con el marco constitucional vigente, que protege tanto los derechos de aprovechamiento propiamente tales como los derechos de uso, por más que estos últimos no se condigan con la realidad. 


Dicho lo anterior, expresó disentir de la opinión de que quienes incurren en multiplicidad de inscripciones lo hacen desde la absoluta inocencia o candidez, porque esas personas ejecutan el acto positivo de acudir a solicitar la regularización de derechos, no obstante ya tener otros anteriores. Quien tiene un derecho de aprovechamiento, subrayó, debe utilizar las aguas que su título señala, ya sea que las haya regularizado en virtud del artículo 1°, 2° o 5° transitorio; pero nadie, enfatizó, puede estar usando tres veces las mismas aguas. Es por eso que la interpretación de la DGA es la del uso efectivo del derecho, no resultando admisible que alguien invoque derechos de aguas por haberlas heredado de su abuelo, por ejemplo, pero sin estar utilizándolas.  

Los Honorables Senadores señores Coloma y Montes acotaron que esta última situación –de invocación de derechos heredados aún a falta de uso- sí se da en la práctica, tanto en las regiones del Maule como en la Metropolitana.


La señora Celume señaló que cuando eso acontece se están vulnerando nuestras fuentes, porque implica reconocer que alguien puede tener derechos cuatro o cinco veces más por sobre aquello que efectivamente está utilizando. Cuestión que, por cierto, daña la disponibilidad y sustentabilidad de los acuíferos.   

Recordó, al efecto, lo ocurrido en el Fundo Santa Catalina en la Región de Coquimbo, cuyo dueño tenía derechos de aguas provenientes de tres títulos jurídicos distintos. Situaciones como esa, concluyó, son nefastas para todo el resto de los usuarios. 


En otro orden de cosas, el Honorable Senador señor Coloma observó que el proyecto de ley en estudio entrega a la DGA una serie de nuevas obligaciones. No obstante, que en los informes financiero hasta el momento emitido por la Dirección de Presupuestos –de los que se da cuenta más adelante en el presente informe-, no agrega ni un solo peso de financiamiento adicional a dicha Dirección. Preguntó si la DGA efectivamente estima que sus nuevas atribuciones no le significarán un costo adicional que asumir.


El Honorable Senador señor Pizarro agregó que en su momento, en el seno de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, también se planteó la necesidad de que se estableciera alguna fórmula de financiamiento de los nuevos gastos estimados a propósito del proyecto de ley. Indicó que no es posible soslayar las inversiones que estarán asociadas, considerando que se va a necesitar equipamiento apropiado para la labor fiscalizadora y que el cruce de información entre los conservadores de bienes raíces y la DGA demandará contar con plataformas y personal adecuados. 


En la misma instancia, complementó, se manifestó la inquietud en torno a que con el producto de las multas recaudadas pudiera contribuirse a la conformación de un fondo que sirviera para asesorar a los usuarios de aguas, particularmente a los más pequeños, en su proceso de instalación. 


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Honorable Senador señor Pizarro insistió en el punto abordado anteriormente. Parece evidente, reiteró, que la DGA sí va a necesitar mayores recursos para llevar adelante su labor fiscalizadora. Solicitó que se de a conocer con cuánto personal cuenta la Dirección en cada una de las regiones para desempeñar dicha labor.

El Honorable Senador señor Montes consignó que cuando se diseñan cambios a una institución, lo lógico sería que se cuantificara su impacto en materia de personal o instrumentos, por ejemplo.


El Director General de Aguas, señor Estévez, expresó que, a juicio del Ejecutivo, los aumentos de personal deben ser discutidos en el contexto de la ley de presupuestos del sector público. Ahora bien, hizo ver que durante el actual Gobierno la DGA ha contado con un apoyo importante en materia de recursos humanos, particularmente para fiscalización y gestión de expedientes y cumplimiento de compromisos del Comité de Ministros del área económica.


De la forma que fuere, prosiguió, el objetivo del proyecto de ley no es aumentar el número de fiscalizadores, sino perfeccionar la lógica de fiscalización. Para esto, los titulares de derechos de aguas deberán informar a la autoridad sobre las extracciones que realicen, para que ésta contraste los antecedentes recibidos con el sustento jurídico registrado de los respectivos títulos.      
---


Enseguida, de conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley despachado por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía en su segundo informe, como corresponde de conformidad con el artículo 41 del Reglamento de la Corporación: del artículo 1°, los números 3, 6, 11 letra c), 13, 16, 17 letra c), 18 letra b), 20, 21 artículos 172 bis, 172 ter y 172 sexies, 23, 24, 25, 26, 28 letra c), 35, 36 y 37; y del artículo 2°, la letra a. del número 1, el numeral ii) del número 2, y el número 3. 
A continuación se da cuenta de dichas disposiciones, así como de los acuerdos adoptados a su respecto:

ARTÍCULO 1

Mediante 37 numerales, introduce diversas enmiendas en el decreto con fuerza de ley N° 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas:

Número 3


Mediante tres literales, realiza enmiendas en el artículo 41 (relativo al proyecto y construcción de las modificaciones necesarias de realizar en cauces naturales o artificiales).

 
La letra a) modifica el inciso primero en el siguiente sentido: elimina 
la frase “, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones”, e intercala, entre las frases “se encuentran” y “en la situación anterior”, la siguiente expresión: “o no”.

 
La letra b) reemplaza, en el inciso segundo, la palabra “mismos” por “, su forma o dimensiones”.

 
La letra c) intercala el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

 
“La contravención a lo dispuesto en los incisos anteriores será sancionada de conformidad a lo establecido en el artículo 173 ter y siguientes de este Código.”.





En el nuevo plazo al efecto dispuesto por la Sala del Senado, este numeral fue objeto de la indicación número 1, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar, en el texto legal vigente, la frase “que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las aguas,”, por la siguiente: “que puedan causar un riesgo a la vida, salud o bienes de la población o un perjuicio directo al medio ambiente, como la alteración del régimen de escurrimiento de las aguas,”.





El Honorable Senador señor Lagos observó que las palabras “daño” y “riesgo” no son sinónimos. La primera alude a algo que ha ocurrido, la segunda, a algo eventual. 





El señor Director General de Aguas manifestó que lo que se busca proteger son los casos de daño directo a las personas o de alteración del régimen hidrológico. Por lo demás, cualquier obra que se lleve a cabo en un cauce siempre va a tener un impacto, aunque sea secundario, sobre el medioambiente. En consecuencia, concluyó, el Ejecutivo no comparte el alcance de la indicación.  
En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Honorable Senador señor Montes manifestó coincidir con que las expresiones “daño” y “riesgo” son conceptos muy distintos.

El señor Director General de Aguas indicó que la eventualidad del riesgo quita toda objetividad a la responsabilidad del interesado. No parece adecuado, en consecuencia,  redefinir un concepto que se encuentra bien asentado en la jurisprudencia y la doctrina.

La indicación número 1 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.
Enseguida, la Comisión estuvo de acuerdo en que la referencia que realiza la letra c) del numeral 3, respecto de que la contravención que se señala será sancionada de conformidad a lo establecido en el artículo 173 ter y siguientes, debe, en rigor, aludir al artículo 173 y siguientes. Aprobó, en consecuencia, una modificación en tal sentido, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
Con la misma votación señalada precedentemente fueron aprobados los literales a) y b) del número 3.

Número 6

Reemplaza el inciso primero del artículo 62, por el siguiente:

“Artículo 62.- Si la explotación de aguas subterráneas por algunos usuarios afectare la sustentabilidad del acuífero u ocasionare perjuicios a los otros titulares de derechos, la Dirección General de Aguas, de oficio o a petición de uno o más afectados, podrá establecer la reducción temporal del ejercicio de los derechos de aprovechamiento, a prorrata de ellos, mediante resolución fundada.”.

En el nuevo plazo al efecto dispuesto por la Sala del Senado, el Honorable Senador señor Girardi presentó la indicación número 2, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser el tercero: 

“Aquel que explotara aguas subterráneas y ocasionare los daños señalados en el inciso anterior y no los reparare dentro del periodo indicado por la DGA, se cancelará su derecho de aprovechamiento.”

La asesora legislativa de la Dirección General de Aguas, señora Tatiana Celume opinó que aunque no queda claro cuál es su alcance, la indicación supone generar una nueva atribución para la DGA, cual sería  la de extinguir un determinado título. 
Agregó que, en todo caso, cuando ocurre una sobreexplotación de derechos de aguas, la DGA ya cuenta con una atribución. Conforme a ella, debe prorratear –y no cancelar- dichos derechos proporcionalmente entre todos los usuarios del acuífero.  
La indicación número 2 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República. 

El numeral 6 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

Número 11

Modifica, mediante cinco literales, el artículo 122.
 
La letra c) reemplaza el inciso cuarto por el siguiente:

 
“Para los efectos señalados en el inciso anterior, los Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General de Aguas, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice ante ellos y en la forma que determine el reglamento del Catastro Público de Aguas del Ministerio de Obras Públicas, la información de las inscripciones relativas a los derechos de aprovechamiento de aguas y sus antecedentes, y de las inscripciones de las organizaciones de usuarios de aguas y sus antecedentes. El incumplimiento de esta obligación por parte de los Conservadores, será sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales.”.


Esta letra c) fue objeto de la indicación número 3, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar entre la expresión “Bienes Raíces” y la expresión “deberán enviar” la siguiente “El Ministerio de Bienes Nacionales” 

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República. 

La letra c) del numeral 11 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

Número 13


Por medio de dos literales, introduce enmiendas en el inciso primero del artículo 129 bis 2, relativo a que el Director General de Aguas podrá ordenar la paralización de obras que no cuenten con la autorización competente y que pudieran ocasionar perjuicios a terceros. El inciso segundo, en tanto, faculta a la autoridad para considerar medidas mitigatorias.

La letra a) elimina la frase “, previa autorización del juez de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.


La letra b) agrega la siguiente oración final: “Estas resoluciones se publicarán en el sitio web institucional”.


El numeral fue objeto de las indicaciones números 4, 5 y 6. Adicionalmente, en relación también con el artículo 129 bis 2 (aunque para intercalar un numeral nuevo), se presentó la indicación número 6 bis.

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “podrá ordenar” por la palabra “ordenará”.

El señor Director General de Aguas planteó que no obstante ser, a juicio del Ejecutivo, una indicación inadmisible, su contenido resulta de todos modos razonable.

El Honorable Senador señor García consideró que la enmienda propuesta por la indicación no implica una nueva facultad a la DGA, por lo que no comparte que sea inadmisible.

El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que al hacer imperativa y cuasi automática la paralización de obras, sí se está generando una atribución distinta. La indicación, por consiguiente, sería inadmisible.

En cuanto al fondo, hizo ver que la letra a) del número 13 ya está eliminando la necesidad de autorización judicial previa, a lo que ahora se sumaría la obligación de ordenar la paralización de obras. Advirtió que, en su opinión, sería preferible mantener la atribución de la DGA en sus términos actuales, es decir, que “pueda ordenar” dicha paralización. 
El Honorable Senador señor Montes señaló que entre “podrá ordenar” y “ordenará” existe una gran diferencia. Coincidió con que parece ser más conveniente que la Dirección mantenga cierto margen de discrecionalidad para decidir.

La indicación número 4 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar en el texto legal vigente entre la palabra “competente” y la frase: “y que pudieran ocasionar perjuicios a terceros,” la siguiente frase: “para la realización de dicha obra”.

El señor Director General de Aguas explicó que la propuesta resulta reiterativa pues en la primera parte ya se habla de obras o labores.
La indicación número 5 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar el inciso segundo del texto legal vigente por el siguiente: 

“Toda autorización que otorgue la Dirección General de Aguas referidas a modificaciones o a nuevas obras en cauces naturales que signifiquen una disminución en la recarga natural de los acuíferos, deberán considerar medidas mitigatorias apropiadas a la envergadura de la modificación o nueva obra. En el caso que el interesado no entregue una propuesta de mitigación, se denegará la autorización.”.
El señor Director General de Aguas manifestó que el texto legal vigente y, en parte, la indicación en análisis, plantean denegar la autorización de que se trate. La DGA, en cambio, considera más apropiado incorporar una redacción en virtud de la cual, si no se cumplen las medidas mitigatorias dispuestas, se apliquen las sanciones administrativas correspondientes.

El Honorable Senador señor Montes expuso que el único caso que conoce de disminución de los acuíferos es el del proyecto conocido como Alto Maipo. Consultó si la Dirección aprobó dichas obras y si ordenó o no medidas mitigatorias.

El señor Director General de Aguas respondió que el mencionado proyecto fue sometido a evaluación de impacto ambiental. Agregó que la DGA autorizó su elemento sectorial y que, en los seis juicios que más tarde tuvieron lugar sobre la materia, resultó victoriosa.
Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, señaló que, a juicio del Ejecutivo, la indicación resulta inadmisible.

Los miembros presentes de la Comisión compartieron el criterio expuesto por el representante del Ejecutivo respecto de la aplicación de las sanciones administrativas que correspondan. En dicho entendido, el señor Director General de Aguas comprometió la presentación de una indicación que así lo recoja.
En efecto, en el nuevo plazo dispuesto al efecto, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 6 bis, para intercalar el siguiente numeral 14, nuevo, pasando el actual numeral 14 a ser 15 y así sucesivamente:

“14. Reemplázase el inciso final del artículo 129 bis 2 por el siguiente:

“Asimismo, en las autorizaciones que otorga la Dirección General de Aguas referidas a modificaciones o a nuevas obras en cauces naturales que signifiquen una disminución en la recarga natural de los acuíferos, dispondrá las medidas mitigatorias apropiadas. De no cumplirse dichas medidas el Servicio aplicará las sanciones correspondientes, pudiendo ejercer las atribuciones dispuestas en el artículo 172 de este Código.”.”.

El Honorable Senador señor García consultó qué implican, en términos prácticos, las mitigaciones que la DGA podría disponer, y si acaso no conllevarían el riesgo de constituirse en verdaderas paralizaciones de obras.

El señor Director General de Aguas señaló que la indicación se pone en el caso de medidas que se ordenan para mitigar la afectación a terceros a causa de determinadas obras. Así, por ejemplo, en relación con una obra de impermeabilización de un canal que afecte a regantes aguas abajo, la Dirección podría ordenar no impermeabilizar algunos tramos, buscando un balance en la recarga general de los acuíferos.

Agregó que se trata de una atribución genérica y que refleja el resultado del debate que ha tenido lugar en el seno de la Comisión.

El Honorable Senador señor García observó que cabe entender que medidas mitigatorias apropiadas son aquellas orientadas a la recuperación de los cauces. Tal objetivo, empero, debiera resultar muy dificultoso si es que ya se han ejecutado obras. 
El señor Director General de Aguas aclaró que el cauce natural se refiere a aguas superficiales, y el acuífero a aguas subterráneas. Suele ocurrir, explicó, que obras en cauces naturales –como los ríos- signifiquen una disminución en la recarga natural del acuífero, es decir, de las aguas subterráneas, lo que lleva a la DGA a autorizar obras de impermeabilización que eviten la pérdida de agua. Estas obras, sin embargo, pueden a veces dañar a los que están más abajo, por lo que se hace necesario contemplar la posibilidad de proponer medidas mitigatorias que permitan, por ejemplo, inyectar agua para que justamente quienes se encuentran aguas abajo, puedan filtrar agua.
La indicación número 6 bis fue aprobada con enmiendas formales (en el sentido de ser incorporada entre las modificaciones que introduce el numeral 13 del artículo 1°), por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma. 
La indicación número 6, en tanto, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República. 


En consecuencia, el numeral 13 fue aprobado con modificaciones.
Número 16

Reemplaza el inciso primero del artículo 137 por el siguiente:

 
“Artículo 137.- Las resoluciones de término que dicte el Director General de Aguas en conocimiento de un recurso de reconsideración y toda otra que dicte en el ejercicio de sus funciones, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, mientras que las resoluciones dictadas por los Directores Regionales serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del lugar en que se dictó la resolución impugnada. En ambos casos, el plazo para la reclamación será de 30 días contados desde la notificación de la correspondiente resolución.”.


En relación con este inciso se presentó la indicación número 7, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazar la expresión “Las resoluciones de término que dicte el Director General de Aguas en conocimiento de un recurso de reconsideración y toda otra que dicte en el ejercicio de sus funciones, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, mientras que las resoluciones dictadas por los Directores Regionales serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del lugar en que se dictó la resolución impugnada. En ambos casos, el plazo para la reclamación será de 30 días contados desde la notificación de la correspondiente resolución.”.”, por la siguiente expresión nueva: “Las resoluciones que pronuncien el Director General de Aguas y los Directores Regionales, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones, sea del lugar donde se las dictó, sea de aquel en que ocurre la supuesta infracción, dentro de quince días contados desde la notificación de la resolución".”


El señor Director General de Aguas advirtió que mediante esta indicación se estaría reduciendo el plazo para que el titular reclame de las resoluciones de la autoridad.


La indicación número 7 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.




El numeral 16 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -

Número 17


Por medio de tres literales, modifica el artículo 138 (relativo a la facultad del Director General de Aguas para requerir el auxilio de la fuerza pública para el cumplimiento de las resoluciones que dicte:

 
La letra c), en particular, agrega los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

 
“En caso de incumplimiento o de cumplimiento parcial, el Servicio podrá ejecutarlas por sí u ordenar su ejecución a la Dirección de Obras Hidráulicas o a cualquier otro servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas.

 
Tendrá mérito ejecutivo para su cobro la copia autorizada de la resolución del Director General de Aguas que fije el valor de las medidas, la que podrá establecer un recargo de hasta el cien por ciento de su valor, sin perjuicio de la multa que corresponda.”.

El Director General de Aguas, señor Estévez explicó que la hipótesis es la de una obra que un usuario ejecuta, sin autorización,  en el cauce. Inicialmente se le ordenará que la destruya, pero si no obedece la autoridad podrá hacerlo por sí misma, exigiendo obviamente el valor correspondiente, recargado. Ello, sin perjuicio de la multa que sea aplicable.

En la actualidad, complementó, la DGA sólo está facultada para exigirle al privado que destruya la obra, pero no para tomar la decisión de hacerlo si aquel se niega.  


El Honorable Senador señor Coloma hizo ver que la redacción debiera ser perfeccionada, en términos de distinguir claramente, por una parte, la resolución del Director que fije las medidas que se van a adoptar, su valor y el eventual recargo; y, por otra, el mérito ejecutivo que se le otorgará a dicha resolución.


La Comisión estuvo de acuerdo con la necesidad de enmendar la redacción de los incisos propuestos. En consecuencia, la letra c) del número 17 fue aprobada, con modificaciones (con el texto que se indica en el capítulo pertinente del presente informe), por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.  Así se acordó en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.
Número 18


Mediante dos literales, introduce enmiendas en el artículo 140, relativo al contenido de la solicitud para adquirir el derecho de aprovechamiento de aguas:


La letra b) intercala, a continuación del numeral 1, el siguiente numeral 2, nuevo, pasando los numerales 2 a 6 a ser 3 a 7:


“2. El uso que se le dará a las aguas solicitadas.”.

 
Fue objeto de la indicación número 8, del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar en el nuevo numeral 2, entre “el uso” y “que se le dará a las aguas solicitadas”, lo siguiente: “, específico y detallado,”.


La señora Celume expuso que, a juicio del Ejecutivo, el uso al que debe referirse el numeral 2 en comento es el uso genérico de las aguas, y no al específico o detallado. Para la DGA no es relevante, graficó, que una persona quiera plantar kiwis o cebollas. Añadió que incluso más que la actividad en sí misma, lo relevante es el factor del uso del agua, esto es, cuánto recurso hídrico se ocupa en una determinada actividad.
El señor Director General de Aguas expresó que en el cuerpo legal no existe ninguna definición que permita conocer qué se entiende por específico y detallado, y puede convertirse en un factor de rigidez.

La indicación número 8 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.



La letra b) del número 18 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Número 20


Reemplaza el artículo 172 por el siguiente:


“Artículo 172.- Si se realizare obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, que entorpezcan el libre escurrimiento de las aguas o signifiquen peligro para la vida o salud de los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del primer al tercer grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor, fijándole un plazo perentorio para que modifique o destruya las obras. En el caso que se ordene la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá ordenar que se presente el correspondiente proyecto, de acuerdo a las normas del presente Código, que contemple la totalidad de las obras.


Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”.


El Director General de Aguas, señor Estévez, expresó que conforme al artículo 41 del Código de Aguas, el proyecto y construcción de las modificaciones necesarias de realizar en cauces naturales o artificiales, que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o alteren el régimen de escurrimiento de las aguas, son responsabilidad del interesado y deben ser autorizadas por la DGA. De acuerdo con el artículo 171, en tanto, quienes deseen efectuar obras de las aludidas en el artículo 41, requerirán además la aprobación –a partir de una enmienda que la iniciativa en estudio propone-, de la Dirección de Obras Hidráulicas. 

Complementando lo expuesto, el actual artículo 172 establece que si un usuario contraviene lo señalado, la DGA podrá aplicarle una multa y ordenarle que, dentro de un plazo perentorio, modifique o destruya las obras en cuestión. Si, posteriormente, el infractor no cumple con lo ordenado, podrá ser objeto de una multa adicional.

Puso de manifiesto que en relación con el artículo 172 vigente, el nuevo que se propone en el proyecto de ley permite la aplicación de una multa previo a que se ordene modificar o destruir, persistiendo el deber de imponer otra, distinta, en caso que esa instrucción no sea implementada.


El Honorable Senador señor Coloma indicó que la disposición en estudio debe ser clara en cuanto a que si el privado cumple con la modificación o destrucción ordenada por la autoridad, no será objeto de una multa adicional.


Añadió que a su entender, la aplicación de multas sobre multas parece ser excesiva.
  
La asesora legislativa de la Dirección General de Aguas, señora Celume, explicó que de acuerdo con el artículo 172, quien ejecute una obra sin haber estado autorizado, será sancionado con una multa del primer al tercer grado. Adicionalmente, se le fijará un plazo para que modifique o destruya la obra ejecutada, según lo que determine la DGA. Solamente si no cumple con esta última instrucción, subrayó, le será aplicable una nueva multa de entre 100 y 1.000 UTA.


El señor Estévez manifestó que el hecho de que sea la vida y la salud de las personas lo que se ponga en riesgo, es lo que justifica la imposición de una multa adicional, como hace el artículo 172.


El Honorable Senador señor Montes acotó que el establecimiento de multas por mal uso del agua adquiere gran importancia si se considera que, en la actualidad y en el futuro, la escasez del recurso es un tema de creciente relevancia a nivel mundial.


El Honorable Senador señor García llamó la atención sobre que, en los términos propuestos, el artículo 172 es confuso respecto de qué orden de la autoridad es la que, de ser incumplida, llevaría aparejada la multa adicional. ¿Sólo la modificación de las obras, como pareciera de acuerdo con la oración final del inciso primero? ¿O también la destrucción de las mismas, que pareciera ser lo que se busca en realidad?, preguntó.


El Honorable Senador señor Coloma coincidió con el planteamiento realizado por el Senador señor García, sin perjuicio de mantener sus reservas acerca de la pertinencia de la doble multa que propone el artículo 172.

  
Inicialmente, la Comisión había acordado realizar enmiendas de redacción en el artículo 172 propuesto, en el sentido de clarificar que tanto el incumplimiento de la orden de destrucción como el de la orden de modificación de obras, pueden dar lugar a la multa adicional establecida en el inciso segundo. Así lo había aprobado la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.


Sin embargo, en virtud de las indicaciones  formuladas respecto de este artículo en los nuevos plazos dispuestos por la Sala del Senado al efecto (las números 9, 10, 11 y 11 bis), fue sometido a discusión nuevamente.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Coloma, propone reemplazar el artículo 172 por el siguiente:

“Artículo 172.- Si se realizare obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, que entorpezcan el libre escurrimiento de las aguas o signifiquen peligro para la vida o salud de los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa de cuarto grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor, fijándole un plazo perentorio para que modifique o destruya las obras. En el mismo acto, la Dirección General de Aguas fijará la fecha de pago de la multa, la que no podrá ser inferior al plazo establecido para destruir o modificar las obras. En el caso que se ordene la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá ordenar que, dentro de un plazo prudencial, se presente el correspondiente proyecto, de acuerdo a las normas del presente Código, que contemple la totalidad de las obras. 


Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección aumentará la multa señalada precedentemente, a una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud y duración del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”.


El Honorable Senador señor Coloma explicó que la indicación persigue, básicamente, dos fines. El primero, evitar la aplicación de una doble multa; el segundo, generar una homologación entre las sanciones de los artículos 172 y 173, pues, de acuerdo con el texto del proyecto, la misma conducta tiene asociada una multa de distinto grado.

El Director General de Aguas, señor Estévez, señaló que el Ejecutivo comparte la inquietud del señor Senador. Son tres, expuso, los escenarios que se busca regular: el primero, según si la ejecución de obras sin haber requerido autorización, tiene o no impacto sobre la salud de las personas o en el régimen de escurrimiento; el segundo, en que la intervención afecta la calidad o disponibilidad de las aguas; el tercero, en que se ordena modificar o destruir una obra a quien la llevó a cabo sin autorización, y este se niega a hacerlo.

Agregó que, en dicho entendido, el Ejecutivo se encuentra trabajando en una nueva redacción que, en su momento, presentará a los integrantes de la Comisión. Conforme a ella, en todo caso, debiera también modificarse los artículos 173 y 173 bis. En el caso de este último, en el sentido de que la multa pueda ser incrementada hasta el 75% cuando los actos u obras realizados sin autorización, menoscaben o deterioren la calidad del agua.
En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el señor Estévez explicó que se ha buscado una redacción que aclare el sentido de la disposición, distinguiendo según la gravedad de los hechos. De esta forma, el primer inciso debiera incluir infracciones con sanciones más bajas, porque no entorpecen el libre escurrimiento de las aguas y no significan peligro para la vida o salud de los habitantes. El segundo inciso, en cambio, debiera establecer sanciones más altas por el acaecimiento de dichos –graves- hechos.

Comprometió la presentación, por parte del Ejecutivo, de una indicación en el sentido descrito.

En efecto, en el segundo plazo abierto para la presentación de indicaciones ante la Comisión de Hacienda, fue formulada la indicación número 11 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar el numeral 20 por el siguiente:

“20. Reemplázase el artículo 172 por el siguiente:

“Artículo 172.- Si se realizaren obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del primer al segundo grado, de conformidad al artículo 173 ter, pudiendo apercibir al infractor y fijar un plazo perentorio para que modifique o destruya total o parcialmente las obras. En el caso que se disponga la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá ordenar que se presente el correspondiente proyecto de acuerdo a las normas del presente Código. En caso que el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, destruyendo la obra o presentando el proyecto de modificación, la Dirección impondrá una multa del tercer grado.

Si las obras que no cuentan con la debida autorización entorpecen el libre escurrimiento de las aguas o significan peligro para la vida o salud de los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del segundo al tercer grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor fijándole un plazo perentorio para que destruya las obras o las modifique, ordenándole que presente el correspondiente proyecto de acuerdo a las normas del presente Código. Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”.”.

El Director General de Aguas, señor Estévez, resaltó que, recogiendo también el debate de la Comisión, la indicación propone una multa del primer al segundo grado en caso de realización de obras con infracción a lo dispuesto en el artículo 171.

Añadió que la redacción especifica que el no cumplimiento de lo ordenado, por parte del infractor, refiere a la destrucción de la obra o a la presentación del proyecto de modificación.

Del mismo modo, ante una consulta del Honorable Senador señor García hizo ver que en el artículo en comento se está en presencia de dos hechos distintos, que se abordan en los dos incisos propuestos. El primero es el de la intervención de un cauce sin la debida autorización, que gatilla la imposición de una  multa y faculta a la DGA para apercibir al infractor y fijarle un plazo perentorio para modificar o destruir la obra. El segundo, el de que las obras ejecutadas sin autorización entorpezcan el libre escurrimiento de las aguas o signifiquen peligro para la vida o salud de los habitantes, en cuyo caso se aplica una multa más alta y se apercibe para que el infractor destruya o modifique las obras, lo que, a su vez, si no se cumple, da origen a una nueva multa. 

La indicación número 11 bis fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma. 


La indicación número 10, por su parte, del Honorable Senador señor Girardi, fue presentada para reemplazar, en el inciso primero del artículo 172, la frase: “signifiquen peligro para la vida o salud de los habitantes,” por la siguiente: “signifiquen riesgo o peligro para la vida o salud de los habitantes o produzcan daño en el medio ambiente”


En fin, la indicación número 11, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 172, la frase: “el peligro para la vida o salud de los habitantes” por la siguiente: “el riesgo o peligro para la vida o salud de los habitantes o produzcan daño en el medio ambiente”.


El señor Director General de Aguas ahondó en el alcance del concepto de riesgo, entendido como una combinación entre amenaza y vulnerabilidad. La amenaza, para estos efectos, estaría dada por las condiciones climatológicas, sobre las cuales evidentemente no existe control. Sí cabe, en cambio, pretender que las obras que construyan disminuyan la vulnerabilidad de la población que pudiera verse afectada. Por esta razón es que el proyecto de ley se enfoca en el último de estos factores.


Lo anterior es sin perjuicio de los estudios de impacto ambiental de que deben ser objeto las obras. Esto, por cierto, incluye un informe técnico de la autoridad sobre los riesgos que podrían existir en función de la situación hídrica, todo lo cual se encuentra debidamente regulado en los cuerpos normativos pertinentes y excede, por consiguiente, el contenido de la iniciativa en estudio.

La indicación número 9 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República. 


Las indicaciones números 10 y 11, en tanto, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.


Como resultado de lo expuesto, el número 20 fue aprobado con modificaciones.

Número 21

Intercala, a continuación del artículo 172, un subtítulo nuevo que incluye los artículos 172 bis a 172 sexies. Fueron de competencia de la Comisión los siguientes artículos 172 bis, 172 ter y 172 sexies:
 
“Artículo 172 bis.- La Dirección General de Aguas fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Código. 

 
Para el cumplimiento de su  labor, la Dirección podrá iniciar un procedimiento sancionatorio de oficio cuando tomare conocimiento de hechos que puedan constituir infracciones a dichas normas, por denuncia de un particular, por medio de una autodenuncia, o a requerimiento de otro servicio del Estado.

 
Las denuncias se presentarán ante la Dirección General de Aguas de la región o de la provincia correspondiente y deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente, o por su mandatario o representante habilitado. Las denuncias también podrán ser presentadas en la forma que determine la Dirección General de Aguas, mediante resolución fundada. En todo caso, la denuncia deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, el lugar y las referencias suficientes para determinar su locación, la fecha probable de su comisión, las normas infringidas si las conociera el denunciante, y la individualización del presunto infractor, en caso que pudiera identificarlo.

 
La Dirección deberá declarar admisible la denuncia cuando cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior, esté revestida de seriedad y tenga mérito suficiente. Si la denuncia no contiene una descripción del hecho denunciado y el lugar de su comisión, será archivada, sin perjuicio de la facultad de la Dirección de proceder de oficio.

 
El procedimiento sancionatorio se iniciará con la apertura del expediente respectivo, y deberá ser resuelto en un plazo máximo de seis meses. Éste será resuelto por el Director General de Aguas o por el respectivo Director Regional, previa delegación de funciones de conformidad a lo dispuesto en el artículo 300 letra g) de este Código.”.
 
“Artículo 172 ter.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la apertura del expediente, la Dirección efectuará una inspección a terreno. El presunto infractor deberá entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el referido proceso de inspección y no podrá negarse a proporcionar la información requerida.

 
En ejercicio de la labor fiscalizadora, el personal de la Dirección deberá siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El personal fiscalizador deberá, además, guardar reserva de aquellos antecedentes y documentos que no tengan el carácter de públicos. Los fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de los funcionarios ante sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan.

 
Quienes realicen esta inspección deberán levantar un acta de la misma, dejando constancia de si existen o no hechos que se estimen constitutivos de una infracción y, en caso afirmativo, la indicación de la o las normas eventualmente infringidas.

 
El personal fiscalizador de la Dirección tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta a que se refiere este artículo. Los hechos establecidos por los ministros de fe constituirán presunción legal.”.
 
“Artículo 172 sexies.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la evacuación de los descargos o vencido el plazo para ello; o desde el vencimiento del término probatorio, si se hubiere dado lugar a éste, la Dirección elaborará un informe técnico que servirá de base para resolver el procedimiento y deberá ser remitido al Director para su pronunciamiento.

 
Dicho informe deberá contener la individualización del o de los infractores, de conocerse; la relación de los hechos investigados y la forma en que se ha llegado a acreditarlos; y la proposición al Director de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores. 

 
El Director pondrá término al procedimiento mediante resolución fundada, la que deberá pronunciarse sobre cada uno de los hechos investigados, infracciones detectadas y alegaciones o descargos realizados por el presunto infractor. Contra esta resolución podrán interponerse los recursos contemplados en los artículos 136 y 137.”.

El numeral 23 fue objeto de las indicaciones números 12, 13, 14, 14 bis y 15.


La indicación número 12, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar, en el inciso tercero del artículo 172 bis, el punto seguido (.) por una coma (,)  y agregar la siguiente frase: “, no siendo necesario el cumplimiento de ninguna formalidad especial.”. 


El señor Director General de Aguas advirtió que toda denuncia debe necesariamente cumplir con ciertas formalidades básicas, como lugar, fecha de presentación, individualización del denunciante y descripción de los hechos. La indicación en comento, razonó, parece ir en contra de eso. 
El Honorable Senador señor Pizarro indicó que, si se aprobara la indicación, el contenido del inciso sería confuso y contradictorio.

La indicación número 12 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. 


La indicación número 13, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar, en el inciso quinto del artículo 172 bis la frase “El procedimiento sancionatorio se iniciará con la apertura del expediente respectivo  y deberá” por  la siguiente frase: “Declarada admisible la denuncia, se abrirá el expediente del procedimiento sancionatorio, el que deberá”.
El señor Director General de Aguas manifestó estar de acuerdo con lo que propone la indicación.


La indicación número 13 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. 

En consecuencia, el artículo 172 bis fue aprobado con modificaciones. 


En relación con el artículo 172 ter, en tanto, se presentó la indicación número 14, del Honorable Senador señor Coloma,  para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 172 ter.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la apertura del expediente, la Dirección efectuará una inspección a terreno, para lo cual previamente y dentro de dicho plazo, deberá notificar personalmente al presunto infractor, quien deberá entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el referido proceso de inspección y no podrá negarse injustificadamente a proporcionar la información requerida. En caso de constatar una negativa injustificada al ingreso al predio para realizar la visita inspectiva, el funcionario de la Dirección deberá levantar acta de dicha situación, individualizando a quien diera la negativa y su relación con el predio objeto de la fiscalización.

En ejercicio de la labor fiscalizadora, el personal de la Dirección deberá siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El personal fiscalizador deberá, además, guardar reserva de aquellos antecedentes y documentos que no tengan el carácter de públicos. Los fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de los funcionarios ante sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan.

Quienes realicen esta inspección deberán levantar un acta de la misma, dejando constancia de si existen o no hechos que se estimen constitutivos de una infracción y, en caso afirmativo, la indicación de la o las normas eventualmente infringidas.

El personal fiscalizador de la Dirección tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta a que se refiere este artículo. Los hechos establecidos por los ministros de fe constituirán presunción legal.”.
El Honorable Senador señor Coloma señaló que la indicación dice relación con cómo entender correctamente la disposición que permite a la autoridad, cuando esté investigando y fiscalizando la posible comisión de una infracción en un determinado terreno, transitar por otro predio. De acuerdo con la redacción del proyecto de ley, si el propietario de este último predio se niega a permitir el paso hacia el terreno a fiscalizar, inmediatamente estaría incurriendo en una infracción que se castiga severamente. La indicación que propone, explicó, no busca impedir la fiscalización, sino entregar al propietario alguna garantía respecto de que cuando simplemente se requiera ingresar y pasar a su predio para concurrir a fiscalizar otro, se requiera su autorización.

El señor Director General de Aguas precisó que la norma en cuestión no tiene por objeto que se ingrese a la morada de una persona, sino sólo al predio, previa denuncia o informe de otro Servicio. Sostuvo que, al tenor de la indicación, representaría una complicación tener que entregar una notificación de inspección antes de realizarla, porque podría realizar atentatorio contra el éxito de la diligencia. Sí, en cambio, podría hacerse entrega de un documento en el momento mismo de efectuar la inspección. 

El Honorable Senador señor Coloma observó que, de acuerdo con lo expuesto por el señor Director General de Aguas, parece factible lograr un acuerdo en relación a la hipótesis planteada. Debe tenerse en cuenta, hizo ver, que no siempre el dueño se encuentra en el predio y que la infracción no puede configurarse inmediatamente porque alguien niegue el paso. Sugirió que podría distinguirse entre una situación de emergencia o flagrancia, y otras que no tengan esas características.

La asesora legislativa de la Dirección General de Aguas, señora Celume, expresó que una facultad fiscalizadora similar a la de la disposición que se discute, se encuentra en la ley N° 18.755 del Servicio Agrícola y Ganadero. En su artículo 13 dispone que “Los Inspectores del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles, establecimientos o recintos públicos o privados en que existan, cultiven, produzcan, almacenen, depositen, procesen o vendan bienes o productos objeto de fiscalización…”. Se contempla, allí, justamente como excepción el caso de la morada, pues se señala que “Las inspecciones a que se refiere el presente artículo podrán también realizarse, con auxilio de la fuerza pública, en lugares que constituyan morada, previa orden judicial emanada del juez del crimen…”. 
Reiteró que si exigiera notificar previamente la fiscalización que se va efectuar, se perdería buena parte de su eficacia.

El Honorable Senador señor Coloma subrayó que el precitado artículo 13 contempla una excepción, cuestión que no ocurre en el artículo 172 ter. En ese sentido, indicó, se podría avanzar. Además, volvió a decir, no se busca impedir la fiscalización; se trata de lograr que se informe adecuadamente a los propietarios que deben permitir el paso por sus predios.

El Honorable Senador señor Montes indicó tener entendido que, en el caso de infracciones laborales o ambientales, también se debe permitir el ingreso para realizar las fiscalizaciones.

El Honorable Senador señor García observó que cualquier tipo de fiscalización debe iniciarse por los ingresos habilitados y principales de los predios. Siendo así, parece adecuado que en el mismo acto se entregue una notificación a quien se encuentre en la propiedad y deba permitir el paso a la autoridad, resguardando debidamente la posibilidad del ingreso a la morada que pueda existir.

El Director General de Aguas, señor Estévez, se mostró de acuerdo con que, en el mismo acto de la fiscalización, se deba entregar una notificación con todos los antecedentes de información que se contemplan en el artículo en debate.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el señor Estévez puso a disposición de la misma una redacción que, en opinión del Ejecutivo, se hace cargo del debate hasta ahora registrado. En virtud de ella, el inciso primero del artículo 172 ter quedaría como sigue:


“Artículo 172 ter.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la apertura del expediente, la Dirección efectuará una inspección a terreno, debiendo notificar del motivo de la actuación, en ese mismo acto. El presunto infractor deberá entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el referido proceso de inspección y no podrá negarse a proporcionar la información requerida. Las inspecciones a que se refiere el presente artículo en lugares que constituyan morada, podrán también realizarse, con auxilio de la fuerza pública, previa autorización del Juez de Letras competente en el territorio jurisdiccional del lugar donde se fiscaliza, quien la podrá conceder de inmediato y a solicitud del Servicio.”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Pizarro, el señor Estévez explicó que esta redacción recoge la distinción entre la inspección que se lleva a cabo en un predio, y la que incide directamente sobre una morada. La primera situación, apuntó, es bastante habitual, mientras la segunda es de muy escasa ocurrencia. Sin embargo, si esta última se llega a dar, sólo para ese caso se requerirá autorización judicial.


El Honorable Senador señor Coloma valoró el hecho de que la propuesta acoja la distinción precedentemente señalada. Subsiste, empero, una inquietud: ¿qué acontece –preguntó- cuando alguien fundadamente sostiene que la información que se le requiere es injustificada o indebida? Debiera resguardarse, sostuvo, algún derecho de reclamo en tal sentido por parte de quien es objeto de una inspección.

El señor Director General de Aguas puso de relieve que el requerimiento de información tiene lugar en el contexto del correspondiente proceso de inspección, y no tiene otra finalidad. Sin perjuicio de eso, se manifestó de acuerdo con incluir una salvaguarda como la propuesta por el señor Senador. 

En el nuevo plazo abierto al efecto ante la Comisión de Hacienda, fue formulada la indicación número 14 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificar el inciso primero del artículo 172 ter incorporado por el actual numeral 21, del siguiente modo:

a) Intercálase entre la expresión “inspección a terreno” y el punto y seguido la siguiente frase: “, debiendo notificar del motivo de la actuación en ese mismo acto”.

b) Intercálase entre la frase “información requerida” y el punto y aparte la siguiente frase: “de manera injustificada”.

c) Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Las inspecciones a que se refiere el presente artículo en lugares que constituyan una habitación actualmente ocupada, cuyo ocupante se haya opuesto a la realización de la inspección por escrito, podrán también realizarse con auxilio de la fuerza pública, previa autorización del juez de letras competente en el territorio jurisdiccional del lugar donde se fiscaliza, quien la podrá conceder de inmediato a solicitud del Servicio, sin forma de juicio, a través del medio más expedito.”.

El señor Director General de Aguas planteó que la redacción propuesta por la letra c) contiene un equívoco que, a juicio del Ejecutivo, debe ser enmendado. En efecto, da a entender la exigencia de que una persona deba oponerse por escrito, encontrándose en la puerta de su casa o habitación, a una inspección. Eso, indicó, no es correcto, pues lo que debe ocurrir es que sea el ministro de fe que lleva a cabo la inspección quien deje constancia por escrito de la oposición que, eventualmente, tenga lugar.
La Comisión estuvo de acuerdo con esta rectificación y con realizar enmiendas de redacción en relación con la letra b). En consecuencia, aprobó con modificaciones la indicación número 14 bis por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma.

La indicación número 14, en tanto, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República. 


En consecuencia, el artículo 172 ter fue aprobado con modificaciones. 

Finalmente, la Comisión consideró la indicación número 15, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar, en el inciso tercero del artículo 172 sexies, a continuación de la frase: “los artículos 136 y 137”, la frase: “de este Código”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.


En consecuencia, el artículo 172 sexies fue aprobado con modificaciones.
Número 23


Sustituye el artículo 173 por el siguiente:


“Artículo 173.- La Dirección General de Aguas aplicará una multa a beneficio fiscal y el plazo para su pago, a quienes incurran en las infracciones que a continuación se describen, cuyo monto se determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan:

 
1. Una multa del primer grado cuando se trate de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma, oportunidad y mecanismos que dispone este Código y las resoluciones de la Dirección General de Aguas.

 
2. Una multa de segundo grado cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código o una resolución de la Dirección referente a la instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.

 
La resolución que disponga la aplicación de esta multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y opere dichos sistemas. En caso de incumplimiento de esta nueva obligación, la Dirección aplicará una nueva multa del mismo grado, previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a terreno y así, sucesivamente, hasta que se verifique el cumplimiento de la obligación.

 
3. Una multa de tercer grado al propietario de un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o no obras para aprovechar el recurso, que niegue injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores. Se entenderá que existe negativa del propietario aun cuando la realice una tercera persona responsable del acceso a dicha propiedad, sin perjuicio de las acciones que tenga el dueño para repetir en su contra.

 
4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que afecten la disponibilidad de las aguas, o disminuyan la calidad del recurso en las fuentes naturales y/o en las obras estatales de desarrollo del mismo. También se aplicará esta multa al que entregue información falsa o que induzca a error a la Dirección.


5. Una multa de quinto grado a todo titular que, mediante una doble inscripción en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, duplique sus títulos en los que constan derechos de aprovechamiento de aguas. Se le sancionará, además, con la caducidad del título duplicado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal.


6. Las infracciones que no tengan una sanción específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar entre el primer y tercer grado.


La Dirección comunicará la resolución a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez que ésta se encuentre ejecutoriada.”.


En relación con el número 1 del artículo 173, el señor Estévez sostuvo que uno de los objetivos del proyecto de ley es que fluya la información en materia de aguas. Por eso, cuando, requerida por disposición de la ley o por resolución administrativa, sea negada, resulta justificada la imposición de una multa de entre 10 y 50 UTM. 


Respecto del número 3, los Honorables Senadores señores Coloma y Montes manifestaron su preocupación por los espacios de arbitrariedad que pudieran abrirse en su aplicación.


El señor Estévez recordó que el artículo 172 bis regula el procedimiento a seguir cuando se tome conocimiento de hechos que puedan constituir infracciones.


En lo que importa al número 4, el Honorable Senador señor Montes consultó en torno a qué envergadura de actos u obras que afecten la disponibilidad de las aguas, ha sido concebido. Muchas veces, sostuvo, son acciones más bien menores, como que un regador en un sitio sea activado o desactivado, por ejemplo, las que generan efectos. 


El señor Estévez explicó que en situaciones como la descrita, es la Junta de Vigilancia de la respectiva comunidad regante la competente para adoptar medidas.


El Honorable Senador señor Coloma preguntó qué debe entenderse por “inducir a error” a la DGA para estos efectos. Considerando la entidad de la multa en juego, advirtió, no queda claro de qué manera se va a determinar cuándo un usuario incurre en esa conducta.

Posteriormente, dentro de los nuevos plazos dispuestos al efecto por la Sala del Senado, sobre el artículo 173 recayeron las indicaciones números 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 21 bis.
La indicación número 16 del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazar el número 1, por el siguiente:

“1. Una multa del primer grado cuando se trate de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma, oportunidad y mecanismos que dispone el Reglamento.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que se trata de dar más certeza, remitiendo los estándares de información a una norma de carácter general, como el reglamento.
El señor Director General de Aguas expuso que cuando se requiere información específica, como de una determinada empresa minera, por ejemplo, no sirven los parámetros genéricos de un reglamento; en rigor, las peticiones se deben formular mediante una resolución de la Dirección General de Aguas. Por ello, señaló que no obstante no oponerse a que se agregue la palabra “reglamento”, debiera de todos modos mantenerse la remisión al Código y las resoluciones. 

El Honorable Senador señor Montes observó que, en todo caso, el reglamento puede igualmente remitir a las resoluciones.

El señor Director General de Aguas profundizó respecto del contenido de una resolución. La que se emite respecto de derechos de minería vinculados al litio o a un salar, por ejemplo, incluye un mecanismo de alerta temprana en virtud del cual, si la situación hídrica varía hasta cierto punto, el ejercicio de dichos derechos puede ser limitado o suspendido. Todo eso, reiteró, no va a estar recogido en un reglamento.
La indicación número 17 del Honorable Senador señor Coloma, para sustituir el número 2 por el siguiente:

“2. Una multa de segundo grado cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones que dispone el Reglamento referente a la instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.

La resolución que disponga la aplicación de esta multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y opere dichos sistemas. En caso de incumplimiento de esta nueva obligación, la Dirección aplicará una nueva multa del mismo grado, previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a terreno y así, sucesivamente, hasta que se verifique el cumplimiento de la obligación.”.

En relación con esta indicación, el señor Director General de Aguas manifestó estar de acuerdo en la medida que se mantenga la referencia al Código y se agregue la remisión a un reglamento. En este caso, afirmó, efectivamente es el reglamento el que debe determinar cómo se cumple con el control de la instalación y mantención de sistemas de medición. No se trata, aclaró, de la formulación de una consulta específica para un caso determinado, como se discutió con ocasión de la indicación número 16.
La indicación número 18, del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazar el número 3 por el siguiente:

“3. Una multa de primer grado al propietario de un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o no obras para aprovechar el recurso, que luego de ser notificado formalmente de las razones y necesidad de la medida, se niegue injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores.”.
El señor Director General de Aguas manifestó que el Ejecutivo concuerda con que la multa aplicable en este caso sea la de primer grado, y no la de tercer grado. Empero, no coincide con que sea necesaria una notificación.

El Honorable Senador señor Montes observó que la disposición debe ponerse no sólo en el caso de que se trate de un tercero dependiente del propietario, sino también en el de un tercero completamente ajeno al dueño.

El señor Director General de Aguas dio a conocer la disposición del Ejecutivo para buscar una fórmula de redacción que dé cuenta de la distinción mencionada precedentemente.
La indicación número 19 del Honorable Senador señor Coloma, para sustituir el número 4, por el siguiente:

“4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que afecten la disponibilidad de las aguas, o disminuyan la calidad del recurso, conforme a las normas de calidad ambiental que establezca el Ministerio del Medio Ambiente al efecto, en las fuentes naturales y/o en las obras estatales de desarrollo del mismo. También se aplicará esta multa al que presente denuncias manifiestamente falsas o carentes de fundamento o que maliciosamente entregue información falsa o que tenga por objeto inducir a error a la Dirección.”

El señor Director General de Aguas explicó que la sanción por obras efectuadas sin permiso de la autoridad, que afecten la disponibilidad de las aguas, ya está considerada como una agravante en el artículo 173 bis. Por ello, no debiera seguir estando contemplada en el número 4 del artículo 173.

Agregó que el Ejecutivo está por proponer una redacción en que la sanción por obras ejecutadas sin autorización que disminuyan la calidad del recurso hídrico, se convierta en una agravante del número 2 del artículo 173 bis. Consecuencialmente, el número 4 del artículo 173 sólo subsistiría en lo relativo a la entrega de información falsa o que induzca a error.

Explicó que la graduación del incremento de las multas por concurrir agravantes en la infracción, tiene por objeto disminuir la discrecionalidad de la Dirección en la determinación de las multas.

La indicación número 20 del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazar el número 5, por el siguiente:
“5. Una multa de quinto grado a todo quien siendo titular actual de un derecho de aprovechamiento de aguas o no, que de forma intencional obtenga una doble inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, para beneficio personal o en perjuicio de terceros. En el caso que proceda, al autor material del hecho se le sancionará, además, con la revocación de su título y cancelación de la inscripción, conforme a lo dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal. Lo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad que le quepa a él o los funcionarios públicos, por la falsificación de instrumento público.”

El Honorable Senador señor Coloma hizo ver que sería conveniente que, al menos en el caso de las multas de segundo grado, se pueda establecer una referencia al reglamento.

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el señor Director General de Aguas manifestó que, en relación con el contenido del artículo 173 y de las indicaciones números 16, 17, 18, 19 y 20, el Ejecutivo ha elaborado una propuesta que aborda el debate que se ha venido verificando. Adicionalmente, se hace cargo de un planteamiento explicitado durante  la discusión general del proyecto de ley en el Senado, en el sentido de que la multa prevista en el número 3 de este artículo podría resultar muy gravosa.
Con base en dicha propuesta, fue presentada la indicación número 21 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 173, sustituido por el numeral 23, por el siguiente:

“Artículo 173.- La Dirección General de Aguas aplicará una multa a beneficio fiscal, y fijará el plazo para su pago, a quienes incurran en las infracciones que a continuación se describen, cuyo monto se determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, salvo lo dispuesto en los artículos 172 y 307 de este Código, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan:

1. Una multa del primer grado cuando se trate de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma y oportunidad que disponen este Código y las resoluciones de la Dirección General de Aguas.

Asimismo, se aplicará una multa de este grado al propietario de un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o no obras para aprovechar el recurso, que niegue injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores. Se entenderá que existe negativa del propietario, poseedor o mero tenedor, aun cuando la realice una tercera persona a nombre del propietario, poseedor o mero tenedor, sin perjuicio de las acciones que tenga el dueño para repetir en su contra.

2. Una multa de segundo grado cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código o sus reglamentos referentes a la instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.

3. Una multa de tercer grado en caso de incumplimiento de la resolución que otorga nuevo plazo para la instalación de los sistemas señalados en el número anterior, previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a terreno.

4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que afecten la disponibilidad de las aguas.

5. Una multa de quinto grado a todo quien, siendo titular actual de un derecho de aprovechamiento de aguas o no, de forma intencional obtenga una doble inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, para beneficio personal o en perjuicio de terceros. En caso que proceda, al autor material del hecho se le sancionará, además, con la revocación de su título duplicado y la cancelación de la inscripción, conforme a lo dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad que le corresponda a él o a los funcionarios públicos por falsificación de instrumento público.

6. Las infracciones que no tengan una sanción específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar entre el primer y tercer grado.

La Dirección comunicará la resolución a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez que ésta se encuentre ejecutoriada.”.

El señor Director General de Aguas explicó que en el encabezamiento del artículo 173, se ha acogido la propuesta de especificar que algunas sanciones no se determinan conforme a los artículos 172 y 307 del Código. 

Al respecto, se tuvo presente que una modificación en el mismo sentido se aprobó en relación con el artículo 173 ter que el proyecto de ley propone, como se da cuenta más adelante en el presente informe.

Puesto en votación el encabezamiento del artículo 173 propuesto, fue aprobado, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.

En relación con el número 1 del artículo en análisis, el señor Director General de Aguas sostuvo que si se da un caso en que el propietario permite el acceso a un predio, pero un tercero lo deniega, surge la pregunta sobre quién debe ser sancionado. Tal es la hipótesis que se busca abordar en el párrafo segundo, y en virtud de la cual se propone que la multa sea cursada al propietario, sin perjuicio de su derecho a repetir contra el tercero que denegó el acceso. 
Planteó que por razones de consistencia, puede ser razonable que se incluya además, entre los sujetos de multa, al poseedor o mero tenedor.
La Comisión estuvo de acuerdo con efectuar una enmienda en este último sentido. En consecuencia, el número 1 del artículo 173 propuesto por la indicación número 21 bis, resultó aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Respecto del número 2, en tanto, el señor Director General de Aguas expuso que la indicación adolece de un defecto que es necesario subsanar. De acuerdo con su tenor literal, explicó, se estaría suprimiendo completamente el párrafo segundo del citado numeral, cuestión que sería inapropiada. Lo que debe suprimirse, en rigor, es la segunda oración de dicho párrafo segundo, subsistiendo, en consecuencia, la primera oración, en los términos en que fuera aprobada por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía en su segundo informe.

La Comisión estuvo de acuerdo con efectuar una enmienda en el sentido expresado. Por consiguiente, el número 2 del artículo 173 propuesto por la indicación número 21 bis fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

En consecuencia, la indicación número 21 bis fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Con la misma votación resultaron aprobados los restantes numerales 3, 4, 5 y 6 del inciso primero, y el inciso segundo del artículo 173 propuesto por la indicación número 21 bis.

Las indicaciones números 16, 17, 18 y 20 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República. 

La indicación número 19, en tanto, se dio por aprobada con modificaciones, con el mismo texto del número 4 del artículo 173 propuesto en la indicación 21 bis, y con la misma votación de esta última.
Enseguida, fue puesta en consideración la indicación número 21 del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“Todos los derechos enunciados en el Artículo 12° de esta ley se entenderán extinguidos automáticamente en el caso de comprobarse que el uso provoca daño a la calidad o a la pureza del agua.”.

El señor Director General de Aguas expresó que, en opinión del Ejecutivo, la extinción de derechos no puede producirse por el solo ministerio de la ley. Sería, por lo demás, contradictorio con el régimen sancionatorio que se está proponiendo en el presente proyecto de ley, precisamente para el caso que se afecte la calidad de las aguas.

Fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.


En consecuencia, el numeral 23 resultó aprobado con modificaciones.
Número 24

 
Intercala, a continuación del artículo 173, los siguientes artículos nuevos:

 
“Artículo 173 bis.- Para las sanciones dispuestas en los artículos 172 y 173, el monto de la multa podrá incrementarse en los siguientes casos:

 
1. Hasta un 100%, cuando la infracción afecte la disponibilidad de las aguas utilizadas para satisfacer el consumo humano, uso doméstico de subsistencia o el saneamiento.

 
2. Hasta un 75%: 


a) Si las infracciones se cometen en las zonas establecidas en los artículos 63, 65, 282 y 314 del presente Código.


b) Si la infracción cometida perjudica gravemente el cauce, y siempre que no sea constitutiva de los hechos sancionados en el artículo 172.


c) Cuando, a consecuencia de la contravención, se produzca un descenso sostenido o abrupto de los niveles freáticos del acuífero.


3. Hasta un 50%:


a) Cuando la infracción cometida modifique o destruya obras autorizadas destinadas al ejercicio del derecho de aprovechamiento de terceros.


b) Cuando la captación de agua además afecte el caudal ecológico mínimo impuesto en la resolución constitutiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la reiteración de la infracción se sancionará duplicando el monto original.


Las circunstancias agravantes que constituyen por sí mismas una infracción o sean inherentes a ésta, no aumentarán la pena, por tratarse de conductas distintas.


El monto de la multa se rebajará en un 50% para aquellos infractores que se auto denuncien ante la Dirección General de Aguas por cualquier contravención a este Código. La autodenuncia no requerirá de formalidades especiales, y bastará que sólo contenga una enunciación de los hechos, el lugar y la época en la que ocurrieron, y la individualización de su autor o autores. La circunstancia señalada sólo procederá cuando la información proporcionada por el infractor sea precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.


Artículo 173 ter.- Las infracciones que se dispongan en este Código, serán sancionadas con multas a beneficio fiscal según los siguientes grados: 

 
a) Primer grado: de 10 a 50 UTM

 
b) Segundo grado: de 51 a 100 UTM


c) Tercer grado: de 101 a 500 UTM

 
d) Cuarto grado: 501 a 1.000 UTM

 
e) Quinto grado: 1.001 a 2.000 UTM.

 
Para la determinación del  monto de la multa al interior de cada grado, se deberá tener en consideración, entre otras, las siguientes circunstancias: el caudal de agua afectado, si son aguas superficiales o subterráneas, si se produce o no la afectación de derechos de terceros, la cantidad de usuarios perjudicados, el grado de afectación del cauce o acuífero, y la zona en que ésta se produzca, según la disponibilidad del recurso.


Artículo 173 quáter.- Las infracciones establecidas en el presente Código prescribirán en el plazo de tres años contado desde su comisión.”.


En relación con el artículo 173 bis, el Director General de Aguas, señor Estévez, expuso que producto de las enmiendas a introducir en los artículos 172 y 173, anteriormente aprobadas, se hace necesario incorporar, entre las agravantes del número 2, la de la afectación de la calidad de las aguas. Para ello, en concreto, correspondería agregar la siguiente letra d): “d) cuando se realicen actos u obras sin permiso de la autoridad competente, que menoscaben o deterioren la calidad del agua, en contravención a la normativa vigente y que esta alteración no cuente con una sanción específica.”. 

Comprometió la presentación de una indicación del Ejecutivo sobre este punto en concreto.

El Honorable Senador señor Coloma se mostró en desacuerdo con esta última propuesta, pues contiene una descripción meramente general que permitirá sancionar infracciones no tipificadas. Lo apropiado, consignó, sería que las conductas a castigar y las sanciones que de ellas se deben seguir, sean establecidas de manera específica.

El señor Estévez hizo hincapié en que conforme a lo aprobado por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, la sanción por actos u obras que disminuyeran la calidad de las aguas estaba radicada en el número 4 del artículo 173. Producto de los acuerdos precedentemente adoptados, eso ha variado, y se propone ahora trasladarla a la reseñada letra d). Esta, subrayó, será aplicable exclusivamente cuando se trate de actos u obras ejecutados sin permiso de la autoridad competente, operando como agravante de hasta un 75%.


El Honorable Senador señor García acotó que lo lógico sería que cuando una obra no autorizada altera una cuestión tan esencial como la calidad del agua, sí sea objeto de una sanción específica.


El señor Estévez puntualizó que la agravante no va a aplicar si la conducta ya tiene una sanción prevista en algún otro cuerpo normativo. 

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que, efectivamente, en la práctica se suscitan casos en los que los que la calidad de las aguas se ve afectada. Ocurrió, por ejemplo, con las aguas del río Limarí. Allí se descubrió que, en el punto de captación de la respectiva empresa sanitaria, el agua ya venía contaminada, producto de los desechos resultantes de una festividad de la zona. En situaciones como esa, sostuvo, se hace necesario que alguien asuma la responsabilidad por los daños provocados. 

Adicionalmente, el señor Estévez propuso una enmienda de redacción para el inciso tercero del artículo 173 bis, que quedaría en los siguientes términos: “Las circunstancias agravantes que constituyen por sí mismas una infracción serán consideradas conductas distintas y, en consecuencia, no aumentarán la pena, pudiendo ser sancionadas de forma separada.”.


Al respecto, el Honorable Senador señor García hizo ver que la redacción propuesta no resulta del todo clara. 

Más tarde, en relación con el artículo 173 bis fue presentada la indicación número 21 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para modificarlo del siguiente modo:


a) Incorporar la siguiente letra d, nueva, al numeral 2:


“d) Cuando se realicen actos u obras, sin permiso de la autoridad competente, que menoscaben o deterioren la calidad del agua en contravención a la normativa vigente, cuando dicha alteración no cuente con una sanción específica.”.


b) Eliminar el inciso tercero.

En relación con la letra b) propuesta, el Director General de Aguas, señor Estévez, expuso que resulta preferible eliminar el inciso tercero, toda vez que resulta algo confuso y podría conducir a interpretaciones ambivalentes.
La indicación número 21 ter fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.


Por otra parte, en lo que importa al encabezamiento artículo 173 ter, el señor Director General de Aguas expuso que, como se ha estado revisando, una serie de artículos del proyecto de ley están referidos a sanciones a ser determinadas según los grados que, precisamente, el artículo 173 ter contiene. Sin embargo, subsisten dos artículos en el Código cuyas sanciones no son determinadas en función de los grados, a saber, los 172 y 307. Por consiguiente, se hace necesario enmendar el encabezamiento del artículo 173 ter.

La Comisión estuvo de acuerdo en efectuar una enmienda de redacción en el sentido señalado, de la que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe. Así se aprobó, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.


El resto del artículo 173 ter y el artículo 173 quáter, fueron aprobados por la misma unanimidad precedentemente señalada.
Número 25

Modifica el artículo 175 (que dispone que a falta de otra autoridad designada, corresponde al juez de letras la imposición de las multas), mediante dos literales:

La letra a) intercala, a continuación de la palabra “infracción”, la siguiente frase: “con el solo mérito de la resolución administrativa, fijando el plazo para su pago”.

La letra b) agrega el siguiente inciso segundo:

“El Tribunal comunicará la sentencia a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro.”.”.

La letra a) fue objeto de la indicación número 22,  del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la oración “con el solo mérito de la resolución administrativa” por “con conocimiento de causa.”.
Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por referirse a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República. 


El numeral 25 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Número 26


Incorpora al artículo 176 (que dispone que las multas que no tuvieren un beneficiario determinado se aplicarán a beneficio fiscal), los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:

 
“El procedimiento de cobro de las multas se realizará por la Tesorería General de la República de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 35 del decreto ley Nº 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado, del año 1975, del Ministerio de Hacienda.

 
Si la multa fuere pagada dentro de los nueve días siguientes a su notificación será rebajada en un 25%.

 
Este beneficio no será acumulable con otras rebajas de la pena, tales como aquella que beneficia al autodenunciante.”.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

Número 28

Modifica el artículo 278 (relativo a las atribuciones y deberes de los repartidores de aguas), mediante cuatro literales:

La letra c), en particular, reemplaza, en el número 5 de este artículo, el punto y coma por un punto seguido y agrega la siguiente oración final: “Para tales efectos, la Junta de Vigilancia podrá solicitar al Servicio respectivo del Ministerio del Medio Ambiente, a la Dirección de Obras Hidráulicas, a la Dirección General de Aguas, a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a la Municipalidad correspondiente y, en general, a cualquier otra autoridad, que le entregue información sobre todos los proyectos y permisos aprobados en su respectiva repartición y que han de ser ejecutados en el cauce donde dicha Junta de Vigilancia ejerce su jurisdicción;”.

En este artículo recayó la indicación número 23 del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar, en la letra c), la frase: “Para tales efectos, la Junta de Vigilancia podrá solicitar al Servicio respectivo del Ministerio del Medio Ambiente, a la Dirección de Obras Hidráulicas, a la Dirección General de Aguas, a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a la Municipalidad correspondiente y”, por la siguiente: “Para tales efectos, la Junta de Vigilancia podrá solicitar al Servicio respectivo del Ministerio del Medio Ambiente o a la Dirección de Obras Hidráulicas o a la Dirección General de Aguas o a la Superintendencia de Servicios Sanitarios o a la Municipalidad correspondiente y”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.


En consecuencia, la letra c) del número 28 fue aprobada con modificaciones.

Número 35


Mediante dos literales, modifica el artículo 306 (relativo al establecimiento de multas por incumplimientos):


La letra a) sustituye, en el inciso primero, la frase “será sancionado con multas no inferiores a 20 ni superiores a 100 unidades tributarias mensuales” por la siguiente “será sancionado por la Dirección General de Aguas con multas del segundo al tercer grado”.


La letra b), en tanto, suprime los incisos segundo, tercero y final.


El señor Estévez hizo ver que la multa del artículo 306 se aplica en caso de incumplimiento de las medidas adoptadas en virtud de los artículos 304 y 305 del Código de Aguas. El primero de estos últimos, en términos generales, entrega a la DGA la vigilancia de las obras de toma en cauces naturales, con el objeto de evitar perjuicios en las obras de defensa, inundaciones o el aumento del riesgo de futuras crecidas, pudiendo, para ello, ordenar que se modifiquen o destruyan aquellas obras provisionales que no den seguridad ante las crecidas. El segundo, en tanto, faculta a la Dirección para exigir a los propietarios de los canales la construcción de las obras necesarias para proteger caminos, poblaciones u otros terrenos de interés general, de los desbordamientos que sean imputables a defectos de construcción o por una mala operación o conservación del mismo. 


El número 35 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

Número 36


Reemplaza, en el inciso final del artículo 307, la frase “que no sea inferior a 50 ni superior a 500 unidades tributarias mensuales” por la siguiente: “del cuarto a quinto grado, de conformidad a lo indicado en el artículo 173”.”.


El señor Estévez consignó que el artículo 307 opera en relación con las obras mayores que inspecciona la DGA, cuyo deterioro o eventual destrucción pueda afectar a terceros. Respecto de ellas, la Dirección puede ordenar normas transitorias de operación, que se mantendrán vigentes mientras no se efectúe su reparación. Si eso no se cumple, podrá entonces, además de hacer permanente lo que era transitorio, multar a los administradores de las obras. 


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

Número 37

Agrega el siguiente artículo 307 bis, nuevo:


“Artículo 307 bis.- La Dirección General de Aguas podrá exigir la instalación de sistemas de medición a los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas superficiales u organizaciones de usuarios que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso público. En el caso de los derechos no consuntivos, será obligatoria la instalación de sistemas de medición de caudal instantáneo, tanto en el punto de captación como en el punto de restitución, esto cuando el titular haya construido las obras necesarias para su uso. Dicho sistema deberá permitir que se obtenga, almacene y transmita a la Dirección General de Aguas la información indispensable para el control y medición del caudal instantáneo, efectivamente extraído y –en los usos no consuntivos– restituido, desde la fuente natural. El Servicio, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación.”.

En este artículo recayó la indicación número 24 del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar la palabra “podrá” por la palabra “deberá”.
El señor Director General de Aguas explicó que una distinción básica es la de aguas superficiales, por una parte, y aguas subterráneas, por otras. En lo que importa a estas últimas, el proyecto de ley establece que la DGA, como regla general, “podrá” exigir la instalación de sistemas, pero que “deberá” hacerlo respecto de quienes extraen aguas en zonas de restricción o prohibición.

En cuanto a las aguas superficiales, la regla general es que se “deberá” exigir dicha instalación a los grandes propietarios exclusivos de acueductos y grandes organizaciones de usuarios de aguas; pero tratándose de organizaciones pequeñas –aquellas a que se refiere el artículo 307 bis, la DGA “podrá” hacerlo.

La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

El numeral 37 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

ARTÍCULO 2

Introduce, por medio de tres numerales, modificaciones en el Código Penal:

Número 1


A través de 2 literales, enmienda el artículo 459 (que establece sanciones corporales y pecuniarias en caso de invasión de derechos de aguas ajenos).


La letra a., en particular, reemplaza en el encabezado la cuantía de las multas, sustituyendo la expresión "mínimo" por “mínimo a medio”; la palabra “once” por “veinte”, y la palabra “veinte” por “cinco mil”.”.


Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

Número 2


Por medio de dos numerales, efectúa enmiendas en el artículo 460 (que establece, asimismo, sanciones corporales y pecuniarias cuando los delitos del artículo 459 se ejecutaren con violencia o intimidación en las personas y el culpable no mereciere mayor pena por la violencia o intimidación que causare).
 
El numeral ii), en particular, reemplázanse la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en cualquiera de sus grados”; la palabra “once” por “cincuenta”, y la palabra “veinte” por “cinco mil”.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

Número 3


Intercala, a continuación del artículo 460, el siguiente artículo 460 bis:


“Artículo 460 bis.- El que a sabiendas duplique la inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces sufrirá las penas de presidio menor en su grado mínimo, multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, la revocación del título duplicado y la cancelación de la inscripción duplicada.”.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de noviembre de 2011, señala lo siguiente:

I. Antecedentes

1.- El Proyecto de Ley en referencia tiene como principal propósito el perfeccionar las herramientas existentes que permitan a la Dirección General de Aguas alcanzar una mayor efectividad en el desarrollo de sus funciones de administración y fiscalización de los recursos hídricos; y fomentar una efectiva operación y distribución de los derechos de aprovechamiento de aguas.

Para esos efectos, se introducen modificaciones que permitan perfeccionar el marco normativo existente en aspectos tales como:

- Disponer de manera más permanente y fluida de las informaciones derivadas de las operaciones que afectan el dominio de los derechos de agua, mediante una estandarización de las informaciones que deben entregar periódicamente los Notarios, Conservadores de Bienes Raíces y organizaciones de usuarios involucrados, considerando a la vez sanciones al incumplimiento de esta obligación.

- Facultar a la Dirección General de Aguas para disponer en los casos que lo determine, la instalación por parte de los usuarios, de mecanismos de medición de extracciones o uso de las aguas en cauces naturales, y la entrega periódica de dicha información.

- Mejorar e incorporar la descripción de algunas figuras que constituyen contravenciones al Código de Aguas, incrementando a la vez el monto de las sanciones y perfeccionando los criterios para la fijación de las mismas; todo ello con el propósito de mejorar su carácter disuasivo.

II. Efectos del Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central

Teniendo presente lo señalado, se puede concluir que el mencionado Proyecto de Ley no implicará mayores costos fiscales a la institucionalidad existente en la Dirección General de Aguas, toda vez que se orienta a perfeccionar el marco legal existente para permitir una mayor eficiencia y eficacia en la labor de administración y fiscalización del ejercicio de los derechos de aprovechamiento de aguas.

Posteriormente, con fecha 18 de agosto de 2016, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo informe financiero, que acompañó a indicaciones presentadas por el Ejecutivo al proyecto de ley. Su tenor es el siguiente:

“I.- Antecedentes

Mediante el Mensaje de la referencia, se somete a consideración del H. Congreso Nacional, un conjunto de indicaciones al proyecto de ley que introduce modificaciones al marco regulatorio que dispone el código de aguas, con el objeto de aumentar las sanciones por extracciones no autorizadas de aguas y, en general, por infracciones a la normativa vigente sobre la materia; precisar y fortalecer las potestades fiscalizadoras y sancionatorias de la institucionalidad pública; y mejorar la cantidad y calidad de la información sobre recursos hídricos y derechos de aprovechamiento de aguas estableciendo la obligación de los privados de proporcionarla mediante sistemas y estándares que permitan la mantención actualizada de los registros públicos de la Dirección General de Aguas.

II.- Efectos Financieros Fiscales

Las presentes indicaciones no generan mayores costos fiscales, por cuanto durante los años 2015-2016, se ha incrementado la dotación de personal del Servicio en 42 fiscalizadores y personal de terreno, y se han efectuado inversiones complementarias para contar con una mayor capacidad de gestión de la información, fortaleciendo principalmente sus sistemas tecnológicos.”.

Un último informe financiero fue emitido por la Dirección de Presupuestos, el día 20 de junio de 2017, acompañando las indicaciones presentadas ante la Comisión de Hacienda. Su tenor es el siguiente:
“I. Antecedentes

Mediante el Mensaje de la referencia, se somete a consideración del H. Congreso Nacional, un conjunto de indicaciones al proyecto de ley que introduce modificaciones al marco regulatorio que dispone el código de aguas, con el objeto de precisar y perfeccionar la redacción de disposiciones que dicen relación con las actuaciones de la Dirección General de Aguas en instancias de fiscalización, aplicación de criterios y medidas, sanciones y multas a quienes afecten sin autorización el escurrimiento de aguas en cauces naturales.

II. Efectos Financieros Fiscales

Atendida la naturaleza de las presentes indicaciones, cabe señalar que estas no generan mayores costos fiscales.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES

 
De conformidad a los acuerdos consignados, la Comisión de Hacienda propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía:

Artículo 1

Número 3


Sustituir, en el inciso que intercala la letra c), la expresión “el artículo 173 ter” por “los artículos 173”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 13


Sustituirlo por el siguiente:


“13. En el artículo 129 bis 2:

a) En el inciso primero:


i. Elimínase la frase “, previa autorización del juez de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.


ii. Agrégase la siguiente oración final: “Estas resoluciones se publicarán en el sitio web institucional.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 
“Asimismo, en las autorizaciones que otorga la Dirección General de Aguas referidas a modificaciones o a nuevas obras en cauces naturales que signifiquen una disminución en la recarga natural de los acuíferos, dispondrá las medidas mitigatorias apropiadas. De no cumplirse dichas medidas, el Servicio aplicará las sanciones correspondientes, pudiendo ejercer las atribuciones dispuestas en el artículo 172 de este Código.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 6 bis).

Número 17

Letra c)

Sustituirla por la siguiente:

“c) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“En caso de incumplimiento o cumplimiento parcial de las resoluciones a que se refieren los incisos precedentes, el Servicio dictará una resolución que aplicará la multa correspondiente y, en caso de proceder, ordenará la ejecución de las medidas, acciones u obras que correspondan por parte  del mismo Servicio o por parte de la Dirección de Obras Hidráulicas o cualquier otro servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas.

La Dirección General de Aguas dictará una resolución que determine el valor de las medidas, acciones u obras efectivamente realizadas, pudiendo establecer un recargo de hasta el cien por ciento  para aquellos originalmente obligados a cumplirlas. La copia autorizada de esta última resolución tendrá mérito ejecutivo para efectos de su cobro.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 20

Artículo 172


Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 172.- Si se realizaren obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del primer al segundo grado, de conformidad al artículo 173 ter, pudiendo apercibir al infractor y fijar un plazo perentorio para que modifique o destruya total o parcialmente las obras. En el caso que se disponga la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá ordenar que se presente el correspondiente proyecto, de acuerdo a las normas del presente Código. En caso que el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, destruyendo la obra o presentando el proyecto de modificación, la Dirección impondrá una multa del tercer grado.

Si las obras que no cuentan con la debida autorización entorpecen el libre escurrimiento de las aguas o significan peligro para la vida o salud de los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del segundo al tercer grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor fijándole un plazo perentorio para que destruya las obras o las modifique, ordenándole que presente el correspondiente proyecto de acuerdo a las normas del presente Código. Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 11 bis).
Número 21
Artículo 172 bis
Reemplazar, en el inciso quinto, la frase “El procedimiento sancionatorio se iniciará con la apertura del expediente respectivo, y deberá” por  la siguiente frase: “Declarada admisible la denuncia, se abrirá el expediente del procedimiento sancionatorio, el que deberá”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 13).

Artículo 172 ter

Inciso primero

- Intercalar, en la primera oración, entre la expresión “inspección a terreno” y el punto seguido (“.”), lo siguiente: “, debiendo notificar del motivo de la actuación en ese mismo acto”.

- En la segunda oración, sustituir la frase “a proporcionar la información requerida.”, por el siguiente texto: “, de manera injustificada, a proporcionar la información que le sea requerida. Las inspecciones a que se refiere el presente artículo en lugares que constituyan una habitación actualmente ocupada, cuyo ocupante se haya opuesto a la realización de la inspección, de lo que deberá dejarse constancia por escrito, podrán también realizarse con auxilio de la fuerza pública, previa autorización del juez de letras competente en el territorio jurisdiccional del lugar donde se fiscaliza, quien la podrá conceder de inmediato a solicitud del Servicio, sin forma de juicio, a través del medio más expedito”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 14 bis).
Artículo 172 sexies


Intercalar en el inciso final, entre la expresión “artículos 136 y 137” y el punto final (“.”), lo siguiente: “de este Código”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 15).

Número 23


Sustituir el artículo 173 por el siguiente:

“Artículo 173.- La Dirección General de Aguas aplicará una multa a beneficio fiscal, y fijará el plazo para su pago, a quienes incurran en las infracciones que a continuación se describen, cuyo monto se determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 172 y 307 de este Código y de las responsabilidades civiles y penales que procedan:

1. Una multa del primer grado cuando se trate de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma y oportunidad que disponen este Código y las resoluciones de la Dirección General de Aguas.

Asimismo, se aplicará una multa de este grado al propietario, poseedor o mero tenedor de un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o no obras para aprovechar el recurso, que niegue injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores. Se entenderá que existe negativa del propietario, poseedor o mero tenedor aun cuando quien la realice sea una tercera persona, sin perjuicio de las acciones que tengan aquellos para repetir en contra de esta última.

2. Una multa de segundo grado cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código o sus reglamentos referentes a la instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.

La resolución que disponga la aplicación de esta multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y opere dichos sistemas.
3. Una multa de tercer grado en caso de incumplimiento de la resolución que otorga nuevo plazo para la instalación de los sistemas señalados en el número anterior, previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a terreno.

4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que afecten la disponibilidad de las aguas.

5. Una multa de quinto grado a todo quien, siendo titular actual de un derecho de aprovechamiento de aguas o no, de forma intencional obtenga una doble inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, para beneficio personal o en perjuicio de terceros. En caso que proceda, al autor material del hecho se le sancionará, además, con la revocación de su título duplicado y la cancelación de la inscripción, conforme a lo dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad que le corresponda a él o a los funcionarios públicos por falsificación de instrumento público.

6. Las infracciones que no tengan una sanción específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar entre el primer y tercer grado.

La Dirección comunicará la resolución a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez que ésta se encuentre ejecutoriada.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones número 19 y 21 bis).

Número 24

Artículo 173 bis


- Incorporar, en el número 2. del inciso primero,  la siguiente letra d, nueva:


“d) Cuando se realicen actos u obras, sin permiso de la autoridad competente, que menoscaben o deterioren la calidad del agua en contravención a la normativa vigente, cuando dicha alteración no cuente con una sanción específica.”.


- Suprimir el inciso tercero, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso tercero. (Unanimidad 4x0. Indicación número 21 ter).

Artículo 173 ter


Reemplazar el encabezamiento del inciso primero por el siguiente:


“Artículo 173 ter.- Sin perjuicio de las sanciones específicas contempladas en los artículos 172 y 307, las infracciones que se establecen en este Código serán sancionadas con multas a beneficio fiscal, determinadas según los siguientes grados:”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 28

Letra c)


Sustituir, en la oración final propuesta, la frase “Medio Ambiente, a la Dirección de Obras Hidráulicas, a la Dirección General de Aguas, a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, a la Municipalidad correspondiente”, por lo siguiente: “Medio Ambiente, o a la Dirección de Obras Hidráulicas, o a la Dirección General de Aguas, o a la Superintendencia de Servicios Sanitarios o a la Municipalidad correspondiente”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 23).

- - -
TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con las modificaciones consignadas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

 
"Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1.122, de 1981, del Ministerio de Justicia, que fija el texto del Código de Aguas:

 
1. En el artículo 30:

 
a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

 
“Para los efectos de este Código, se entiende por suelo desde la superficie del terreno hasta la roca madre.”.

 
b) Intercálase en el actual inciso segundo, que pasa a ser tercero, a continuación de la frase “aprovechar y cultivar”, la siguiente locución: “la superficie de”.

 
2. En el artículo 38:

 
a) Agrégase, a continuación de la locución “obligados a construir” la siguiente expresión: “y mantener”.

 
b) Intercálase, a continuación de la frase “que se extrae” el siguiente texto: “y un sistema de transmisión instantánea de la información que se obtenga al respecto. Dicha información deberá ser siempre entregada a la Dirección General de Aguas cuando ésta lo requiera. El Servicio, por resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación”.

 
3. En el artículo 41:

 
a) En el inciso primero:

 
i) Elimínase la frase “, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones”.

 
ii) Intercálase entre las frases “se encuentran” y “en la situación anterior”, la siguiente expresión: “o no”.

 
b) Reemplázase en su inciso segundo la palabra “mismos” por la siguiente frase: “, su forma o dimensiones”.

 
c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

 
“La contravención a lo dispuesto en los incisos anteriores será sancionada de conformidad a lo establecido en los artículos 173 y siguientes de este Código.”.

 
4. En el artículo 48, reemplázase la frase “propiedades y quienes aprovechan las aguas provenientes del mismo” por la siguiente: “predios y de este modo aprovechar las aguas provenientes de los mismos, quienes deberán informar las características del sistema, la ubicación de la captación y el caudal drenado a la Dirección General de Aguas”.

 
5. Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 58 la palabra “suelo” por “terreno”.

 
6. Reemplázase el inciso primero del artículo 62 por el siguiente:


“Artículo 62.- Si la explotación de aguas subterráneas por algunos usuarios afectare la sustentabilidad del acuífero u ocasionare perjuicios a los otros titulares de derechos, la Dirección General de Aguas, de oficio o a petición de uno o más afectados, podrá establecer la reducción temporal del ejercicio de los derechos de aprovechamiento, a prorrata de ellos, mediante resolución fundada.”.


7. Agrégase al artículo 67 el siguiente inciso final, nuevo:

 
“Los titulares de los derechos de aprovechamiento, provisionales o definitivos, concedidos tanto en zonas declaradas de prohibición como en áreas de restricción, deberán instalar y mantener un sistema de medición de caudales y volúmenes extraídos, de control de niveles freáticos y un sistema de transmisión de la información que se obtenga al respecto. Dicha información deberá ser siempre entregada a la Dirección General de Aguas cuando ésta lo requiera. El Servicio, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación, pudiendo comenzar por aquellos concedidos provisionalmente o por aquellos que extraigan volúmenes superiores a la media.”.

 
8. Reemplázase en el artículo 68 la frase “de sistemas de medida en las obras y requerir la información que se obtenga” por el siguiente texto: “y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos en las obras, además de un sistema de transmisión de la información que se obtenga al respecto y requerir la información que se obtenga. En el caso de los derechos de aprovechamiento no consuntivos esta exigencia se aplicará también en la obra de restitución al acuífero. La Dirección General, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir la obligación dispuesta en este artículo”.

 
9. Incorpóranse al artículo 92, los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos:

 
“La organización de usuarios observará el cumplimiento de la prohibición establecida en el inciso primero de este artículo e informará de las infracciones que tome conocimiento a la Municipalidad correspondiente. Del mismo modo, la organización de usuarios respectiva, notificará a la Municipalidad, con copia a la Dirección General de Aguas para el cumplimiento de sus funciones, de la obstrucción de canales en los casos a que se refiere el inciso tercero, señalando, al menos, el lugar en que ocurre dicha obstrucción y, de conocerse, los responsables de los hechos.

 
Estas presentaciones se tramitarán por el Municipio de conformidad a lo indicado en el artículo 98 de la Ley orgánica constitucional de Municipalidades, y su omisión podrá ser reclamable de conformidad a los artículos 151 y siguientes del referido texto legal.”.


10. En el artículo 119:

 
a) Intercálase en el encabezado, a continuación de la expresión “inscripciones originarias”, la siguiente locución: “y las transferencias”.

 
b) Reemplázase en el número 4 la expresión “, y” por un punto y coma.

 
c) Sustitúyese en el número 5 el punto final por la siguiente expresión: “; y”.

 
d) Agrégase el siguiente número 6, nuevo:

 
“6. Las características del derecho de aprovechamiento y demás especificaciones contenidas en el artículo 149, en la medida que el título las contenga.”.


11. En el artículo 122:

 
a) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la locución “que el reglamento establezca”, la siguiente frase: “, el que deberá ser suscrito, además, por el Ministro o Ministra de Justicia y Derechos Humanos”.


b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “mantenido al día,”, la frase “en el sitio web institucional,”.
 
c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

 
“Para los efectos señalados en el inciso anterior, los Conservadores de Bienes Raíces deberán enviar a la Dirección General de Aguas, dentro de los 30 días siguientes a la fecha del acto que se realice ante ellos y en la forma que determine el reglamento del Catastro Público de Aguas del Ministerio de Obras Públicas, la información de las inscripciones relativas a los derechos de aprovechamiento de aguas y sus antecedentes, y de las inscripciones de las organizaciones de usuarios de aguas y sus antecedentes. El incumplimiento de esta obligación por parte de los Conservadores, será sancionado según lo previsto en el artículo 440 del Código Orgánico de Tribunales.”.

 
d) Elimínase el inciso quinto. 

 
e) En el inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo:


i) Intercálase, a continuación de la locución “deberá informar”, la expresión “, al menos,”.


ii) Suprímese la frase “, dentro de los primeros cinco días de los meses de enero y julio,”.


iii) Reemplázase la expresión “las copias” por “la información” 

 
iv) Elimínase la locución “Notarios y”.


12. En el artículo 122 bis:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “La información requerida deberá enviarse en la forma que determine el reglamento previsto en el artículo anterior.”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la locución “será sancionado,”, la expresión “de oficio o”.


13. En el artículo 129 bis 2:


a) En el inciso primero:


i. Elimínase la frase “, previa autorización del juez de letras competente en el lugar en que se realicen dichas obras”.


ii. Agrégase la siguiente oración final: “Estas resoluciones se publicarán en el sitio web institucional.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 
“Asimismo, en las autorizaciones que otorga la Dirección General de Aguas referidas a modificaciones o a nuevas obras en cauces naturales que signifiquen una disminución en la recarga natural de los acuíferos, dispondrá las medidas mitigatorias apropiadas. De no cumplirse dichas medidas, el Servicio aplicará las sanciones correspondientes, pudiendo ejercer las atribuciones dispuestas en el artículo 172 de este Código.”.

14. Intercálase en el inciso segundo del artículo 129 bis 12, a continuación de la primera oración, el siguiente texto: “En caso de no estar inscritos tales derechos, la Dirección General de Aguas podrá subrogarse en los derechos del titular no inscrito, sólo para los efectos de proceder a su inscripción en el Registro de Propiedad del Conservador que sea competente, a costa del particular”.


15. En el artículo 135: 

 
a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

 
“Si la Dirección estimare necesario practicar inspección ocular, determinará y solicitará los medios y las condiciones necesarias para acceder al lugar y, en su caso, la suma que el interesado debe consignar para cubrir los gastos de esta diligencia. En caso que el interesado no cumpla con dichas exigencias, la Dirección podrá denegar la solicitud de que se trate.”.

 
b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo: 

 
“Para realizar dicha inspección, los funcionarios de la Dirección General de Aguas podrán, previa resolución del Servicio, ingresar a terrenos de propiedad privada, debiendo levantar acta y dejar registro de la diligencia.”.


16. Reemplázase el inciso primero del artículo 137 por el siguiente:

 
“Artículo 137.- Las resoluciones de término que dicte el Director General de Aguas en conocimiento de un recurso de reconsideración y toda otra que dicte en el ejercicio de sus funciones, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones de Santiago, mientras que las resoluciones dictadas por los Directores Regionales serán reclamables ante la Corte de Apelaciones del lugar en que se dictó la resolución impugnada. En ambos casos, el plazo para la reclamación será de 30 días contados desde la notificación de la correspondiente resolución.”.


17. En el artículo 138:

 
a) Intercálase el siguiente inciso primero, nuevo, pasando el actual inciso único a ser segundo:

 
“Artículo 138.- El cumplimiento de las resoluciones de la Dirección General de Aguas será de cargo de aquellos que deban ejecutarlas.”. 


b) En el actual inciso único, que pasa a ser segundo:


i) Reemplázase la expresión “del Intendente o Gobernador respectivo” por la siguiente frase: “directamente de la Jefatura de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso,”.


ii) Sustitúyese la palabra “título” por la locución “Código, cuando exista oposición”.

c) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“En caso de incumplimiento o cumplimiento parcial de las resoluciones a que se refieren los incisos precedentes, el Servicio dictará una resolución que aplicará la multa correspondiente y, en caso de proceder, ordenará la ejecución de las medidas, acciones u obras que correspondan por parte del mismo Servicio o por parte de la Dirección de Obras Hidráulicas o cualquier otro servicio dependiente del Ministerio de Obras Públicas.


La Dirección General de Aguas dictará una resolución que determine el valor de las medidas, acciones u obras efectivamente realizadas, pudiendo establecer un recargo de hasta el cien por ciento  para aquellos originalmente obligados a cumplirlas. La copia autorizada de esta última resolución tendrá mérito ejecutivo para efectos de su cobro.”.


18. En el artículo 140:


a) Sustitúyese, en el numeral 1, la expresión “El nombre”, la primera vez que aparece, por la frase “El nombre, cédula nacional de identidad o rol único tributario”.


b) Intercálase, a continuación del numeral 1, el siguiente nuevo, pasando los numerales 2 a 6 a ser numerales 3 a 7:


“2. El uso que se le dará a las aguas solicitadas.”.

 
19. En el artículo 171:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “del Departamento de Obras Fluviales” por la siguiente: “de la Dirección de Obras Hidráulicas”.

 
b) Sustitúyese el inciso final por el siguiente: 

 
“Quedan exceptuados de los trámites y requisitos establecidos en los incisos precedentes los servicios dependientes del Ministerio de Obras Públicas, así como los proyectos financiados por servicios públicos que cuenten con la aprobación técnica de la Dirección de Obras Hidráulicas. Estos servicios deberán remitir los proyectos definitivos de las obras a la Dirección General de Aguas para su conocimiento e inclusión en el Catastro Público de Aguas, dentro del plazo de seis meses, contado desde la recepción final de la obra.”.


20. Reemplázase el artículo 172 por el siguiente:

“Artículo 172.- Si se realizaren obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del primer al segundo grado, de conformidad al artículo 173 ter, pudiendo apercibir al infractor y fijar un plazo perentorio para que modifique o destruya total o parcialmente las obras. En el caso que se disponga la modificación de las obras, la Dirección General de Aguas podrá ordenar que se presente el correspondiente proyecto, de acuerdo a las normas del presente Código. En caso que el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, destruyendo la obra o presentando el proyecto de modificación, la Dirección impondrá una multa del tercer grado.


Si las obras que no cuentan con la debida autorización entorpecen el libre escurrimiento de las aguas o significan peligro para la vida o salud de los habitantes, la Dirección General de Aguas impondrá una multa del segundo al tercer grado, de conformidad al artículo 173 ter, y apercibirá al infractor fijándole un plazo perentorio para que destruya las obras o las modifique, ordenándole que presente el correspondiente proyecto de acuerdo a las normas del presente Código. Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes, y podrá adoptar las medidas para su cumplimiento de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138.”.

21. Intercálase, a continuación del artículo 172, el siguiente subtítulo nuevo:


“g) De la fiscalización

 
Artículo 172 bis.- La Dirección General de Aguas fiscalizará el cumplimiento de las normas de este Código. 

 
Para el cumplimiento de su  labor, la Dirección podrá iniciar un procedimiento sancionatorio de oficio cuando tomare conocimiento de hechos que puedan constituir infracciones a dichas normas, por denuncia de un particular, por medio de una autodenuncia, o a requerimiento de otro servicio del Estado.

 
Las denuncias se presentarán ante la Dirección General de Aguas de la región o de la provincia correspondiente y deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente, o por su mandatario o representante habilitado. Las denuncias también podrán ser presentadas en la forma que determine la Dirección General de Aguas, mediante resolución fundada. En todo caso, la denuncia deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, el lugar y las referencias suficientes para determinar su locación, la fecha probable de su comisión, las normas infringidas si las conociera el denunciante, y la individualización del presunto infractor, en caso que pudiera identificarlo.

 
La Dirección deberá declarar admisible la denuncia cuando cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior, esté revestida de seriedad y tenga mérito suficiente. Si la denuncia no contiene una descripción del hecho denunciado y el lugar de su comisión, será archivada, sin perjuicio de la facultad de la Dirección de proceder de oficio.

 
Declarada admisible la denuncia, se abrirá el expediente del procedimiento sancionatorio, el que deberá ser resuelto en un plazo máximo de seis meses. Éste será resuelto por el Director General de Aguas o por el respectivo Director Regional, previa delegación de funciones de conformidad a lo dispuesto en el artículo 300 letra g) de este Código.

 
Artículo 172 ter.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la apertura del expediente, la Dirección efectuará una inspección a terreno, debiendo notificar del motivo de la actuación en ese mismo acto. El presunto infractor deberá entregar todas las facilidades para que se lleve a cabo el referido proceso de inspección y no podrá negarse, de manera injustificada, a proporcionar la información que le sea requerida. Las inspecciones a que se refiere el presente artículo en lugares que constituyan una habitación actualmente ocupada, cuyo ocupante se haya opuesto a la realización de la inspección, de lo que deberá dejarse constancia por escrito, podrán también realizarse con auxilio de la fuerza pública, previa autorización del juez de letras competente en el territorio jurisdiccional del lugar donde se fiscaliza, quien la podrá conceder de inmediato a solicitud del Servicio, sin forma de juicio, a través del medio más expedito.

 
En ejercicio de la labor fiscalizadora, el personal de la Dirección deberá siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El personal fiscalizador deberá, además, guardar reserva de aquellos antecedentes y documentos que no tengan el carácter de públicos. Los fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de los funcionarios ante sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan.

 
Quienes realicen esta inspección deberán levantar un acta de la misma, dejando constancia de si existen o no hechos que se estimen constitutivos de una infracción y, en caso afirmativo, la indicación de la o las normas eventualmente infringidas.

 
El personal fiscalizador de la Dirección tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta a que se refiere este artículo. Los hechos establecidos por los ministros de fe constituirán presunción legal. 

 
Artículo 172 quáter.- Cuando constaren en el acta de inspección hechos que se estimen constitutivos de infracción, deberá notificarse personalmente al presunto infractor, entregándole copia del acta y señalándole que podrá presentar sus descargos dentro del plazo de 15 días contado desde esa fecha. Si éste no es habido en el lugar fiscalizado, podrá ser notificado del acta y del plazo para los descargos en la forma dispuesta en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.

 
En caso que no se hubieren detectado hechos constitutivos de infracción, se le entregará copia del acta al fiscalizado y se cerrará el expediente, poniendo fin al procedimiento respectivo. 
 
Artículo 172 quinquies.- Evacuados los descargos por el presunto infractor, o vencido el plazo para ello, la Dirección General de Aguas resolverá sin más trámite cuando no existan hechos controvertidos o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de 15 días. Dicho plazo se ampliará si corresponde, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de la ley N° 19.880. 
 
La Dirección dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución fundada, sin perjuicio de que la Dirección pueda decretar otras medidas o solicitar antecedentes adicionales previos a resolver.

 
Los hechos investigados y las responsabilidades a que éstos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

 
Artículo 172 sexies.- Dentro del plazo de 15 días contado desde la evacuación de los descargos o vencido el plazo para ello; o desde el vencimiento del término probatorio, si se hubiere dado lugar a éste, la Dirección elaborará un informe técnico que servirá de base para resolver el procedimiento y deberá ser remitido al Director para su pronunciamiento.
 
Dicho informe deberá contener la individualización del o de los infractores, de conocerse; la relación de los hechos investigados y la forma en que se ha llegado a acreditarlos; y la proposición al Director de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores. 

 
El Director pondrá término al procedimiento mediante resolución fundada, la que deberá pronunciarse sobre cada uno de los hechos investigados, infracciones detectadas y alegaciones o descargos realizados por el presunto infractor. Contra esta resolución podrán interponerse los recursos contemplados en los artículos 136 y 137 de este Código.”.

22. Reemplázase en el subtítulo 3. del Libro Segundo del Título Primero, la expresión "De las multas" por la expresión “De las sanciones”.


23. Sustitúyese el artículo 173 por el siguiente:

“Artículo 173.- La Dirección General de Aguas aplicará una multa a beneficio fiscal, y fijará el plazo para su pago, a quienes incurran en las infracciones que a continuación se describen, cuyo monto se determinará de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 172 y 307 de este Código y de las responsabilidades civiles y penales que procedan:

1. Una multa del primer grado cuando se trate de infracciones relativas a la obligación de entregar información en la forma y oportunidad que disponen este Código y las resoluciones de la Dirección General de Aguas.

Asimismo, se aplicará una multa de este grado al propietario, poseedor o mero tenedor de un predio, sea o no titular de derechos de aprovechamiento, en el que existan o no obras para aprovechar el recurso, que niegue injustificadamente el ingreso de los funcionarios de fiscalización para el cumplimiento de sus labores. Se entenderá que existe negativa del propietario, poseedor o mero tenedor aun cuando quien la realice sea una tercera persona, sin perjuicio de las acciones que tengan aquellos para repetir en contra de esta última.

2. Una multa de segundo grado cuando se trate del incumplimiento de las obligaciones que dispone el presente Código o sus reglamentos referentes a la instalación y mantención de sistemas de medición de caudales, de volúmenes extraídos y de niveles freáticos de la obra y de sistemas de transmisión de dicha información.

La resolución que disponga la aplicación de esta multa fijará un plazo prudencial, no prorrogable, que no podrá ser inferior a un mes ni superior a seis meses, para que el infractor instale y opere dichos sistemas.
3. Una multa de tercer grado en caso de incumplimiento de la resolución que otorga nuevo plazo para la instalación de los sistemas señalados en el número anterior, previo procedimiento sancionatorio abreviado consistente en una visita a terreno, notificación del acta respectiva y recepción de los descargos pertinentes, dentro del plazo de treinta días contado desde la visita a terreno.

4. Una multa de cuarto grado cuando se realicen actos u obras, sin contar con el permiso de la autoridad competente, que afecten la disponibilidad de las aguas.

5. Una multa de quinto grado a todo quien, siendo titular actual de un derecho de aprovechamiento de aguas o no, de forma intencional obtenga una doble inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces, para beneficio personal o en perjuicio de terceros. En caso que proceda, al autor material del hecho se le sancionará, además, con la revocación de su título duplicado y la cancelación de la inscripción, conforme a lo dispuesto en el artículo 460 bis del Código Penal. Lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad que le corresponda a él o a los funcionarios públicos por falsificación de instrumento público.

6. Las infracciones que no tengan una sanción específica, serán sancionadas con una multa cuya cuantía puede variar entre el primer y tercer grado.


La Dirección comunicará la resolución a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro, una vez que ésta se encuentre ejecutoriada.”.
 
24. Intercálanse, a continuación del artículo 173, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 173 bis.- Para las sanciones dispuestas en los artículos 172 y 173, el monto de la multa podrá incrementarse en los siguientes casos:


1. Hasta un 100%, cuando la infracción afecte la disponibilidad de las aguas utilizadas para satisfacer el consumo humano, uso doméstico de subsistencia o el saneamiento.


2. Hasta un 75%: 


a) Si las infracciones se cometen en las zonas establecidas en los artículos 63, 65, 282 y 314 del presente Código.


b) Si la infracción cometida perjudica gravemente el cauce, y siempre que no sea constitutiva de los hechos sancionados en el artículo 172.


c) Cuando, a consecuencia de la contravención, se produzca un descenso sostenido o abrupto de los niveles freáticos del acuífero.


d) Cuando se realicen actos u obras, sin permiso de la autoridad competente, que menoscaben o deterioren la calidad del agua en contravención a la normativa vigente, cuando dicha alteración no cuente con una sanción específica.


3. Hasta un 50%:


a) Cuando la infracción cometida modifique o destruya obras autorizadas destinadas al ejercicio del derecho de aprovechamiento de terceros.


b) Cuando la captación de agua además afecte el caudal ecológico mínimo impuesto en la resolución constitutiva.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la reiteración de la infracción se sancionará duplicando el monto original.


El monto de la multa se rebajará en un 50% para aquellos infractores que se auto denuncien ante la Dirección General de Aguas por cualquier contravención a este Código. La autodenuncia no requerirá de formalidades especiales, y bastará que sólo contenga una enunciación de los hechos, el lugar y la época en la que ocurrieron, y la individualización de su autor o autores. La circunstancia señalada sólo procederá cuando la información proporcionada por el infractor sea precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.


Artículo 173 ter.- Sin perjuicio de las sanciones específicas contempladas en los artículos 172 y 307, las infracciones que se establecen en este Código serán sancionadas con multas a beneficio fiscal, determinadas según los siguientes grados:
 
a) Primer grado: de 10 a 50 UTM

 
b) Segundo grado: de 51 a 100 UTM


c) Tercer grado: de 101 a 500 UTM

 
d) Cuarto grado: 501 a 1.000 UTM

 
e) Quinto grado: 1.001 a 2.000 UTM.

 
Para la determinación del  monto de la multa al interior de cada grado, se deberá tener en consideración, entre otras, las siguientes circunstancias: el caudal de agua afectado, si son aguas superficiales o subterráneas, si se produce o no la afectación de derechos de terceros, la cantidad de usuarios perjudicados, el grado de afectación del cauce o acuífero, y la zona en que ésta se produzca, según la disponibilidad del recurso.

Artículo 173 quáter.- Las infracciones establecidas en el presente Código prescribirán en el plazo de tres años contado desde su comisión.”.


25. En el artículo 175:


a) Intercálase, a continuación de la palabra “infracción”, la siguiente frase: “con el solo mérito de la resolución administrativa, fijando el plazo para su pago”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“El Tribunal comunicará la sentencia a la Tesorería General de la República para efectos de su cobro.”.

 
26. Incorpóranse al artículo 176 los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“El procedimiento de cobro de las multas se realizará por la Tesorería General de la República de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 35 del decreto ley Nº 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado, del año 1975, del Ministerio de Hacienda.


Si la multa fuere pagada dentro de los nueve días siguientes a su notificación será rebajada en un 25%.


Este beneficio no será acumulable con otras rebajas de la pena, tales como aquella que beneficia al autodenunciante.”.


27. Reemplázase el inciso primero del artículo 277 por el siguiente:

 
“Artículo 277.- El directorio nombrará un repartidor de aguas o juez de río, el cual deberá contar con un título profesional de una carrera cuya duración sea de al menos ocho semestres, el que no podrá ser integrante del directorio ni titular de derechos de aprovechamiento de aguas dentro de la misma jurisdicción que administra, ya sea toda la corriente natural, o una sección de ella, en el caso que dicha corriente se encuentre seccionada. El directorio dará cuenta a la Dirección General de Aguas de esta designación.”.


28. En el artículo 278: 

 
a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la expresión “de agua”, la frase “o jueces de río,”.

 
b) En el número 3:

 
i) Agrégase, a continuación de la locución “Justicia Ordinaria”, la frase “y a la Dirección General de Aguas”.

 
ii) Sustitúyese la expresión “de agua tendrá” por la frase “de agua o juez de río tendrán”.

 
c) En el número 5, reemplázase el punto y coma por un punto seguido y agrégase la siguiente oración final: “Para tales efectos, la Junta de Vigilancia podrá solicitar al Servicio respectivo del Ministerio del Medio Ambiente, o a la Dirección de Obras Hidráulicas, o a la Dirección General de Aguas, o a la Superintendencia de Servicios Sanitarios o a la Municipalidad correspondiente y, en general, a cualquier otra autoridad, que le entregue información sobre todos los proyectos y permisos aprobados en su respectiva repartición y que han de ser ejecutados en el cauce donde dicha Junta de Vigilancia ejerce su jurisdicción;”.

 
d) Intercálase un número 6 nuevo, pasando los actuales números 6 y 7 a ser números 7 y 8, respectivamente:

 
“6. Denunciar en la Dirección General de Aguas las labores de extracción de áridos que no cuenten con la autorización competente, la que podrá actuar con auxilio de la fuerza pública de conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 en caso de ordenar su paralización. Podrá, a su vez, denunciar estos hechos ante la Contraloría General de la República cuando dichas extracciones, autorizadas por la Municipalidad respectiva, no cuenten con el informe técnico de la Dirección de Obras Hidráulicas, establecido en el literal l), del artículo 14 del decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1998. En los procesos a que den lugar estas denuncias, el repartidor de agua o el juez de río, tendrán la representación de la junta, sin perjuicio de la comparecencia y actuación de ésta;”.

29. Intercálase en el inciso final del artículo 294, a continuación de la expresión “de Aguas”, la frase “dentro del plazo de seis meses contado desde la recepción final de la obra”.

30. En el artículo 299:

a) Agrégase en el literal a) entre la frase “su aprovechamiento” y el punto y coma, la siguiente frase: “y arbitrar las medidas necesarias para prevenir y evitar el agotamiento de los acuíferos”.

b) Sustitúyese en el literal b) la frase “Investigar y medir el recurso” por la siguiente: “Investigar, medir el recurso y monitorear tanto su calidad como su cantidad, en atención a la conservación y protección de las aguas”.

c) Intercálase en el numeral 1. del literal b), entre las frases “servicio hidrométrico nacional” e “y proporcionar y publicar”, la siguiente frase: “, el que incluye tanto mediciones de cantidad como calidad de aguas,”.

d) Agrégase en el literal c) entre las frases “de uso público” e “impedir que en éstos”, la siguiente frase: “y acuíferos; impedir, denunciar o sancionar la afectación a la cantidad y la calidad de estas aguas, de conformidad al inciso primero del artículo 129 bis 2 y los artículos 171 y siguientes;”.

e) Reemplázase el literal d) por el siguiente:

“d) Impedir que se extraigan aguas de los mismos cauces y en los acuíferos sin título o en mayor cantidad de lo que corresponda;”.

f) Agrégase la siguiente letra nueva:

“f) Requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, para efectos del ejercicio de las atribuciones señaladas en los literales b), número 1; c) y d) de este artículo. El requerimiento deberá ser presentado por el Director Regional correspondiente.

Para el ejercicio de la atribución dispuesta en el literal b) número 1 de este artículo, el auxilio de la fuerza pública podrá requerirse sólo en caso que se acredite la negativa a la solicitud de acceso que previamente haya efectuado el personal de la Dirección General de Aguas con el objeto de realizar trabajos de mantención y operación del servicio hidrométrico nacional.”.
 
31. Intercálanse, a continuación del artículo 299, los siguientes artículos 299 bis y 299 ter:


“Artículo 299 bis.- Los funcionarios de la Dirección General de Aguas que ejecuten labores de fiscalización tendrán la calidad de ministros de fe y sus declaraciones sobre los hechos que se constaten en las respectivas actas de inspección tendrán el carácter de presunción legal.

 
Artículo 299 ter.- La Dirección General de Aguas, mediante resolución fundada, podrá ordenar la paralización de obras en caso de acreditarse fehacientemente la extracción de aguas en un punto no reconocido o constituido de conformidad a la ley. Asimismo, podrá ordenar el cegamiento de un pozo una vez que la resolución se encuentre ejecutoriada. Para cumplir con estas finalidades, el Director General de Aguas, o los Directores Regionales, podrán ejercer las facultades contenidas en el artículo 138 de este Código.”.
32. En el artículo 300:
a) Sustitúyese el literal a), por el siguiente:

“a) Dictar las normas e instrucciones, mediante circulares, que sean necesarias para la correcta aplicación del Código de Aguas, leyes y reglamentos que sean de la competencia de la Dirección a su cargo.

  La normativa que emane del Director será obligatoria y deberá ser sistematizada de manera tal de facilitar el acceso y conocimiento de ésta por el público en general.”.

b) Reemplázase en el literal f) la expresión “, y” por un punto y coma.

c) Sustitúyese en el literal g) el punto final por la siguiente expresión: “; y”.

d) Agrégase el siguiente literal h), nuevo:

h) Ingresar a predios de propiedad pública o privada, en cumplimiento de sus labores de fiscalización.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Director General de Aguas podrá solicitar, en los términos del artículo 138, el auxilio de la fuerza pública cuando exista oposición, la que podrá actuar con descerrajamiento, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados.”.


33. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 302, la frase “será aplicable al Director General de Aguas, lo dispuesto en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil”, por la siguiente: “el Director General de Aguas tendrá las atribuciones del artículo 7° del Código de Procedimiento Civil y especialmente las facultades de desistirse en primera instancia de la acción deducida, aceptar la demanda contraria, absolver posiciones, renunciar los recursos o los términos legales, avenir y transigir. Además, le será aplicable lo dispuesto en el artículo 361 de dicho Código.”.

 
34. En el artículo 303:


a) Intercálase, a continuación de la palabra “construcción”, la locución “y operación”.


b) Suprímese la expresión “o artificiales”.


c) Reemplázase la frase “hará el aforo de sus corrientes y dirimirá” por la siguiente: “podrá aforar sus corrientes, solicitar antecedentes y dirimir”.


d) Agrégase, a continuación de la locución “dichos cauces”, el siguiente texto: “, pudiendo establecer las medidas que deben adoptar los usuarios para su adecuado ejercicio. El incumplimiento de estas medidas será sancionado por la Dirección General de Aguas con una multa cuya cuantía puede variar entre el segundo y el cuarto grado”.

 
35. En el artículo 306:


a) Sustitúyese en el inciso primero, la frase “será sancionado con multas no inferiores a 20 ni superiores a 100 unidades tributarias mensuales” por la siguiente “será sancionado por la Dirección General de Aguas con multas del segundo al tercer grado”.


b) Suprímense los incisos segundo, tercero y final.


36. Reemplázase en el inciso final del artículo 307, la frase “que no sea inferior a 50 ni superior a 500 unidades tributarias mensuales” por la siguiente: “del cuarto a quinto grado, de conformidad a lo indicado en el artículo 173”.”.

 
37. Agrégase, a continuación del artículo 307, el siguiente artículo 307 bis:


“Artículo 307 bis.- La Dirección General de Aguas podrá exigir la instalación de sistemas de medición a los titulares de derechos de aprovechamiento de aguas superficiales u organizaciones de usuarios que extraigan aguas directamente desde cauces naturales de uso público. En el caso de los derechos no consuntivos, será obligatoria la instalación de sistemas de medición de caudal instantáneo, tanto en el punto de captación como en el punto de restitución, esto cuando el titular haya construido las obras necesarias para su uso. Dicho sistema deberá permitir que se obtenga, almacene y transmita a la Dirección General de Aguas la información indispensable para el control y medición del caudal instantáneo, efectivamente extraído y –en los usos no consuntivos– restituido, desde la fuente natural. El Servicio, por medio de una resolución fundada, determinará los plazos y las condiciones técnicas para cumplir dicha obligación.”.

Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1. En el artículo 459:


a. Reemplázanse en el encabezado la expresión "mínimo" por “mínimo a medio”; la palabra “once” por “veinte”, y la palabra “veinte” por “cinco mil”.”.


b. Intercálase en el número 1.°, entre las frases “arroyos o fuentes” y “; de canales o acueductos”, la siguiente frase “, sean superficiales o subterráneas”.

 
2. En el artículo 460:

 
i) Sustitúyense las frases “violencia en las personas” y “la violencia que causare”, por “violencia o intimidación en las personas” y “la violencia o intimidación que causare”, respectivamente.    


ii) Reemplázanse la frase “en sus grados mínimo a medio” por “en cualquiera de sus grados”; la palabra “once” por “cincuenta”, y la palabra “veinte” por “cinco mil”.

 
3. Intercálase a continuación del artículo 460, el siguiente artículo 460 bis:


“Artículo 460 bis.- El que a sabiendas duplique la inscripción de su derecho en el Registro de Propiedad de Aguas del Conservador de Bienes Raíces sufrirá las penas de presidio menor en su grado mínimo, multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, la revocación del título duplicado y la cancelación de la inscripción duplicada.”.

Artículo 3.- Agrégase, en el artículo 166 del Código Procesal Penal, el siguiente inciso final:


"En los delitos previstos en los artículos 459 y 460 del Código Penal, recibida la denuncia el fiscal comunicará los hechos a la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas.”.

 
Artículo transitorio.- Quienes actualmente utilizan un sistema de drenaje para desaguar sus predios y se benefician de dichas aguas, de conformidad con el artículo 48 del Código de Aguas, deberán informar a la Dirección General de Aguas las características del sistema de drenaje, la ubicación de la captación y el caudal drenado, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley. En caso contrario, podrán ser sancionados de conformidad al Código de Aguas.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y  30 de mayo y 6, 13 y 19 de junio y 31 de julio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Eugenio Tuma Zedán) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, 2 de agosto de 2017.

ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones. 
(boletín Nº 8.149-09)

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: 
- Contemplar para la Dirección General de Aguas mecanismos eficaces de recopilación de información, que posibiliten una adecuada administración y gestión de los recursos hídricos.


- Aumentar las facultades de fiscalización de la Dirección General de Aguas.


- Mejorar los estándares de las sanciones por incumplimiento de la legislación de aguas.

 
- Entregar atribuciones a las organizaciones de usuarios en materia de denuncias por la existencia de basuras en los canales, la conservación de los cauces y la extracción de áridos sin autorización.
II. ACUERDOS: 
Artículo 1°

Número 3              letras a) y b)

aprobadas



4x0.

letra c)


aprobada con modificaciones
4x0.


indicación 1

rechazada



4x0.

Número 6


aprobado



4x0.

indicación 2

inadmisible.

Número 11
letra c)


aprobada



4x0.

indicación 3

inadmisible.

Número 13


aprobado con modificaciones.
indicación 4

rechazada



4x0.

indicación 5

rechazada



4x0.

indicación 6

inadmisible.

indicación 6 bis
aprobada con modificaciones
3x0.

Número 16


aprobado 



5x0.

indicación 7

rechazada



5x0.

Número 17
letra c)


aprobada con modificaciones
5x0.
Número 18
letra b)


aprobada



5x0.
indicación 8

rechazada



5x0.

Número 20


aprobado con modificaciones.
indicación 9

inadmisible.

indicación 10

rechazada



5x0.

indicación 11
 
rechazada



5x0.

                              indicación 11 bis
aprobada con modificaciones
3x0.
Número 21
artículo 172 bis
aprobado con modificaciones.
indicación 12

rechazada



5x0.

Indicación 13

aprobada



5x0.


artículo 172 ter
aprobado con modificaciones.
indicación 14

inadmisible.


indicación 14 bis
aprobada con modificaciones
3x0.

artículo 172 sexies
aprobado con modificaciones.

indicación 15

aprobada



5x0.

Número 23




aprobado con modificaciones.
indicación 16

inadmisible.

indicación 17

inadmisible.

indicación 18

inadmisible
indicación 19

aprobada con modificaciones
4x0.

indicación 20

inadmisible.

indicación 21

rechazada



5x0.
indicación 21 bis
aprobada con modificaciones
4x0.
Número 24


aprobado con modificaciones.

artículo 173 bis
aprobado con modificaciones.

indicación 21 ter 
aprobada



4x0.

artículo 173 ter
aprobado con modificaciones
5x0.

artículo 173 quáter 
aprobado 



5x0.

Número 25
aprobado






5x0.

indicación 22

inadmisible.

Número 26
aprobado






4x0.
Número 28
letra c)


indicación 23

aprobada con modificaciones
5x0.

Número 35
aprobado






4x0.
Número 36 
aprobado






4x0.

Número 37            aprobado






5x0.

indicación 24

rechazada



5x0.
Artículo 2°

Número 1
letra a.


aprobada



4x0.
Número 2
numeral ii)

aprobado



4x0.
Número 3




aprobado



4x0.
III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de tres artículos permanentes y un artículo transitorio.

IV.
 NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: el numeral 13, letra a), el numeral 16, la frase final del inciso final del artículo 172 sexies, contenido en el numeral 21, el numeral 25 y la letra b) del numeral 35, todos del artículo 1 tienen el rango de leyes orgánicas constitucionales, por lo que requieren de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. Tales normas vinculadas al artículo 77 de la Carta Fundamental. Asimismo, el inciso quinto que se agrega al artículo 92 del Código de Aguas, contenido en el numeral 9 del artículo 1, por su vinculación con el artículo 118 de la Constitución Política, tiene carácter de ley orgánica constitucional.
V. URGENCIA: simple.

VI. ORIGEN INICIATIVA: Cámara de Diputados. Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 12 de junio de 2012.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.
X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Código de Aguas, Código Penal y Código Procesal Penal.


Valparaíso, 2 de agosto de 2017.

ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión

